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México atraviesa una crisis de derechos humanos que ya no puede minimizarse ni ocultarse. 

Bajo el gobierno federal encabezado por Morena, las violaciones sistemáticas a las libertades 

fundamentales han dejado de ser casos aislados para convertirse en una constante que 

erosiona las bases de la democracia. En este número de Bien Común, analizamos a fondo las 

consecuencias de un poder que, en nombre del cambio, ha debilitado instituciones, reprimido 

voces críticas y perpetuado la desigualdad.

El retroceso es alarmante. Más de 300 mil homicidios, incremento en delitos como  

la violencia sexual y familiar, y el asesinato de periodistas y activistas revelan un Estado 

incapaz –o renuente– de garantizar justicia y seguridad. La impunidad no sólo persiste, se 

institucionaliza, mientras México cae en los índices internacionales que miden el respeto al 

Estado de Derecho y la protección de derechos fundamentales.

La marginación de grupos vulnerables agrava el panorama. Personas con discapacidad viven 

barreras que las excluyen sistemáticamente del acceso a la salud, el empleo y la participación 

social. Los adultos mayores, en su mayoría mujeres, enfrentan abandono institucional en 

centros de atención que operan sin regulación ni supervisión. La falta de un sistema nacional 

de cuidados es un claro reflejo de la omisión estructural del gobierno frente a las demandas 

más básicas de dignidad humana.

En lugar de construir un país más justo, el régimen ha optado por centralizar el poder  

y militarizar la vida pública, silenciando las voces que exigen rendición de cuentas.  

Mientras tanto, las iniciativas ciudadanas y locales que sí funcionan carecen del respaldo 

federal que merecen. La voluntad política sigue siendo el gran ausente.

Hoy, más que nunca, necesitamos una ciudadanía que no se conforme. La defensa de los 

derechos humanos no puede depender de ideologías, sino de principios. Desde Bien Común,  

lo decimos con claridad: un gobierno que normaliza la violencia y desprecia la justicia,  

es un gobierno que traiciona al pueblo.

Jonathan Sánchez López Aguado
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Derechos humanos 
e inclusión: garantizando la 
igualdad para las personas 

con discapacidad

Guadalupe Cuautle Torres

Vivir con discapacidad no tendría que  
significar vivir con barreras, pero la realidad 
aún difiere mucho. Más allá de las limitacio-
nes físicas, sensoriales o cognitivas de las 
personas, los obstáculos los establece la so-
ciedad, misma que no está preparada para 
incluirlas, comprenderlas y mucho menos  
garantizar sus derechos. 

La invisibilización es el principal reto, pues 
permite la exclusión de la vida pública, de los 
espacios educativos, del mercado laboral y 
de la participación social de las personas con 
discapacidad. Aunque esta exclusión no 
siempre es consciente, sí es profundamente 
estructural, y la podemos observar en los edi-
ficios que no cuentan con las condiciones de 
accesibilidad, en los materiales que no están 

en braille o lengua de señas, pero sobre todo 
en los duros prejuicios que dictan qué puede 
o no puede hacer una persona con discapaci-
dad. A esto se suman los estigmas sociales, 
que reducen a las personas a su condición, 
como si tener una discapacidad fuera sinónimo 
de incapacidad. 

El verdadero desafío no es sólo de quienes 
viven con discapacidad, sino de toda la so-
ciedad. Para lograr una verdadera inclusión 
es necesario un cambio real: pasar de la com-
pasión a la acción, de la tolerancia al respeto, 
del asistencialismo al empoderamiento. 

A través de este artículo se busca generar 
conciencia sobre la realidad que viven las 
personas con discapacidad y las acciones 
que debemos emprender para lograr ese 

La discapacidad no está en el cuerpo ni en la mente, 
sino en la mirada limitada con la que algunos eligen 

ver a los demás. 
(Anónimo).
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cambio. Es importante destacar que a nivel 
mundial se estima que las personas con  
discapacidad representan el 15% de la  
población mundial, es decir, cerca de mil  
millones de personas.1 Mientras que, en  
México, la población de 5 años y más con  
discapacidad fue de 8.8 millones para 2023.2 

Marco jurídico de los derechos humanos 
de las personas con discapacidad
A setenta y seis años de la adopción y  
proclamación de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, es claro que se ha 
trabajado arduamente en muchos aspectos; 
sin embargo, aún existen retos significativos. 
En este documento de 1948, se establecen 
los derechos humanos fundamentales que 
deben ser protegidos para todos los seres  
humanos, sin distinción alguna.

Siendo que toda persona tiene los  
derechos y libertades, sin distinción alguna 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen  
nacional o social, posición económica,  
nacimiento o cualquier otra condición.3 

Es importante destacar que cincuenta y 
ocho años después, en 2006, la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, también 
adopta la Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad, la cual esta-
blece un marco normativo para la protección 
de los derechos humanos de las personas 
con discapacidad. Al respecto, el Estado 
mexicano fue el promotor ante el organismo 

1  Informe Mundial sobre Discapacidad (2011). En Organización  
Mundial de la Salud. Recuperado 13 de mayo de 2025, de https://www.
who.int/teams/noncommunicable-diseases/sensory-functions-disability-
and-rehabilitation/world-report-on-disability	
2 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). (2024, 28 de 
noviembre) Estadísticas a propósito del Día Internacional de las Perso-
nas con Discapacidad. Recuperado 13 de mayo de 2025, de https://
www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2024/EAP 
_PCD24.pdf
3 Artículo 2°, Declaración Universal de Derechos Humanos. (s. f.). En  
Naciones Unidas. Recuperado 13 de mayo de 2025, de https://www.
ohchr.org/sites/default/files/UDHR/Documents/UDHR_Translations/ 
spn.pdf

internacional para la implementación de dicho 
tratado internacional. 

En el caso mexicano en 2011 se publicó la 
Ley General para la Inclusión de las Personas 
con Discapacidad, con el objeto de regla-
mentar la protección y el aseguramiento  
del pleno ejercicio de los derechos humanos 
y libertades fundamentales de las personas 
con discapacidad, garantizando su plena in-
clusión a la sociedad en un marco de respeto, 
igualdad y equiparación de oportunidades. 
Sumado a este marco reglamentario federal, 
se estableció el Consejo Nacional para el  
Desarrollo y la Inclusión de las Personas con 
Discapacidad, así como instituciones locales 
en la materia.

Sin embargo, si bien se han determinado 
marcos jurídicos que buscan la integración 
plena de las personas con discapacidad,  
aún existen retos importantes que impiden 
una igualdad de oportunidad o que disfruten 
de los derechos humanos esenciales. Las  
barreras físicas y sociales continúan siendo 
obstáculos importantes, especialmente la  
pobreza, el acceso a la educación de calidad, 
a los servicios de salud y al mercado laboral.

Realidad de las personas  
con discapacidad 
Discriminación 
La realidad es que en México las personas 
con discapacidad día a día se enfrentan a la 
discriminación, esto derivado de las barreras 
estructurales y culturales profundamente 
arraigadas. De acuerdo con la Encuesta Na-
cional sobre Discriminación (ENADIS) 2022 
del Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (INEGI) de la población de 12 años y  
más con discapacidad encuestada, el 47% 
considera que hay poco o nada de respeto 
hacia sus derechos. 

Del mismo modo, las principales  
problemáticas declaradas por las personas 
con discapacidad son las calles, instalaciones 
y transportes que son inadecuados de acuerdo 

Guadalupe Cuautle Torres
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con sus condiciones (32%); en segundo lugar, 
se encuentra el costo en cuidados, terapias y  
tratamientos (22%); en tercer lugar, la falta de 
oportunidades para encontrar empleo (16%), y, 
en cuarto lugar, la falta de un sistema de apoyo 
para una vida independiente (12%). 

Y es importante considerar los siguientes 
datos; de las personas con discapacidad que 
perciben mucho o algún grado de discrimina-
ción en la vida diaria, en primer lugar, esta se 
hace presente cuando se disponen a buscar 
algún trabajo, mientras que, en segundo lugar, 
se percibe cuando acuden a oficinas en las 
que se otorgan servicios gubernamentales. 

Asimismo, de los derechos que les fueron 
negados de manera injustificada en los  
últimos 5 años a las personas con discapaci-
dad, se encuentra principalmente la recep-
ción de apoyos de programas sociales, la 
atención médica o medicamentos, y nueva-
mente, la atención o servicio en alguna oficina 
de gobierno. 

Estos datos no solo resaltan la falta de  
sensibilidad institucional, sino una contradic-
ción profunda sobre quién debería ser garan-
te de los derechos. El Estado termina siendo 
uno de los principales actores que vulneran 
estos derechos.

Pobreza
La pobreza no se refiere únicamente a la  
situación económica, sino también simboliza 
la ausencia de oportunidades, de reconoci-
miento, de acceso y, sobre todo, de una vida 
digna. Cuando hablamos de personas con 

discapacidad en situación de pobreza,  
estamos ante una de las formas más crudas 
de exclusión social. Es una realidad que no 
solo limita las acciones del cuerpo, sino que 
también margina el potencial de millones de 
seres humanos.

De acuerdo con cifras del extinto Consejo 
Nacional de Evaluación de la Política de De-
sarrollo Social (CONEVAL), en 2020, 49.5% 
de las personas con discapacidad vivían en 
situación de pobreza, cifra que supera a las 
personas sin discapacidad (43.5%). Mientras 
que el 10.2% de la población con discapaci-
dad se encuentra en situación de pobreza  
extrema, 1.8% más que a las personas sin 
discapacidad. La principal carencia presen-
tada es el acceso a la seguridad social (46%), 
el rezago educativo (45.9%) y el acceso a la 
alimentación nutritiva y de calidad (31.8%). 

Reflexionar sobre la situación que viven las 
personas con discapacidad nos obliga a  
mirar más allá de las estadísticas. Nos invita a 
ver y reconocer la lucha diaria de ellas por  
vivir con dignidad en una sociedad que  
muchas veces les niega lo más básico. Más 
allá de la acción en un cargo público, es  
imperativo cuestionar nuestras propias actitu-
des, nuestros prejuicios y mucho más nuestra 
indiferencia.

Todo esto es, sin duda, consecuencia de 
las decisiones políticas, económicas y socia-
les que deben cambiar. Pero una sociedad 
verdaderamente justa es aquella que  
garantiza igualdad de condiciones para todas 
y todos. 

Guadalupe Cuautle Torres

Vivir con discapacidad no tendría que significar vivir con barreras,  
pero la realidad aún difiere mucho. Más allá de las limitaciones físicas, 
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la sociedad, misma que no está preparada para incluirlas, comprenderlas  

y mucho menos garantizar sus derechos
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La inclusión para garantizar los derechos 
de todas y todos
La inclusión de las personas con discapacidad 
es un enfoque fundamental para garantizar  
la equidad, la justicia social y sobre todo el 
respeto de sus derechos humanos. Para lo-
grar esto, se necesita la colaboración de la 
sociedad y del gobierno, a fin de no solo elimi-
nar las barreras físicas y sociales, sino  
también la creación de entornos y políticas 
que permitan la plena participación de las 
personas con discapacidad en todos los 
 ámbitos de la vida.  

Quisiera destacar que existe una errónea 
definición de inclusión, la cual busca integrar 
a las personas con discapacidad en la vida 
diaria, adaptándolas al entorno ya existente. 
Pero la inclusión es el proceso en el que todas 
las personas, independientemente de sus ca-
racterísticas o condiciones, son valoradas, 
aceptadas y apoyadas para participar de  
manera plena y efectiva en la sociedad.

En octubre de 2021 asumí la Presidencia 
del Patronato y Voluntariado del Sistema Mu-
nicipal DIF de San Andrés Cholula, Puebla, 
una de las experiencias más significativas y 
enriquecedoras de mi vida. Durante los cerca 
de tres años que tuve la oportunidad de traba-
jar por las personas con discapacidad, pude 
ver de primera mano el impacto positivo que 
se logra cuando se trabaja por su inclusión. 

Desde el primer día, comprendí que la  
responsabilidad encomendada no solo se tra-
taba de brindar asistencia a las personas con 
discapacidad; sino un compromiso que va 
más allá, al implementar acciones para garan-
tizar el respeto de sus derechos, su visibilidad 
y su participación en todos los ámbitos de la 
vida social. 

Es por ello que se desarrollaron diversos 
programas, talleres y acciones que tenían 
como objetivo eliminar las barreras, tanto  
físicas como sociales, para hacer de San  
Andrés Cholula una sociedad verdaderamen-
te justa que abraza su diversidad; y que, por 

otra parte, como gobierno, no solo nos  
enfocáramos en programas o cifras, sino en 
mejorar la calidad de vida de nuestra gente  
y hacer visible a un sector que por mucho 
tiempo ha sido minimizado e ignorado.

En primer lugar, a fin de lograr resultados 
tangibles que verdaderamente transformaran 
la vida de las personas con discapacidad, se 
estableció una unidad administrativa específi-
camente para su atención, con el propósito de 
desarrollar políticas públicas que coadyuvaran 
a esta inclusión. 

Del mismo modo, desde 2022 iniciamos 
con el Programa “Cambiando Vidas”, el cual 
promueve el bienestar de grupos vulnerables 
y sobre todo de personas que presentan algu-
na discapacidad, a través de entregas de 
aparatos auditivos, lentes, aparatos ortopédi-
cos, pañales y bolsas de colostomía, así como 
prótesis y órtesis. Quisiera destacar que para 
esta acción se incorporó la participación del 
sector privado, en la que diversas empresas 
hicieron donaciones, permitiendo potencializar 
las metas programadas. 

Igualmente, garantizamos el acceso a  
terapias de rehabilitación para la prevención, 
detección y atención a personas con discapa-
cidad visual, auditiva, sensorial y cognitiva, 
logrando brindar 113 mil 797 terapias de  
octubre 2021 a octubre 2024. No obstante, el 
espacio con el que se contaba para estas te-
rapias era muy reducido y sin las característi-
cas necesarias para atender a una demanda 
creciente. 

Por ello, en agosto de 2024 se inauguró el 
nuevo edificio del Sistema Municipal DIF como 
un inmueble que marca un antes y un  
después en la forma de ofrecer servicios  
médicos de alta calidad en el municipio; inclu-
yendo, por supuesto, a las personas con  
discapacidad. Con esta acción se fortalecie-
ron las terapias ocupacionales y de lenguaje, 
además se sumó una cámara de estimulación 
sensorial y un tanque de hidroterapia, lo que 
permitió una atención multidisciplinaria.

Guadalupe Cuautle Torres
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Además de atención en materia de salud, 
se apostó por acciones para la sensibiliza-
ción, ya que es uno de los pilares fundamen-
tales para la construcción de una sociedad 
más justa, equitativa y humana. No solamente 
se trató de informar sobre los derechos de las 
personas con discapacidad, sino también de 
generar un cambio profundo en las actitudes 
y creencias de la sociedad, de modo que la 
discapacidad deje de ser concebida como 
una limitación, y se aprecie como una parte 
natural de la diversidad humana.

De esta manera, impartimos pláticas de 
sensibilización y concientización en institucio-
nes educativas, en el gremio restaurantero y 
entre conductores del transporte público. En 
el caso de las personas servidoras públicas 
se presentó el teatro ciego y una capacitación 
en el sistema Braille, así como una plática en 
materia de sensibilización hacia personas con 
síndrome de Down, con la finalidad de cono-
cer y entender esta condición genética, para 
garantizar un servicio inclusivo y adecuado. 
Con esa misma intención, se celebraron  
torneos de basquetbol sobre silla de ruedas  
y una pasarela de personas con alguna disca-
pacidad para que pudieran compartir sus  
historias de vida. 

Como bien se analizó anteriormente, la  
inclusión laboral es aún un desafío complejo y 
multifacético para las personas con discapa-
cidad, por ello impartimos capacitaciones 
orientadas a enfrentar barreras laborales. De 
esta manera, impulsamos talleres para las 
personas con discapacidad y sus familiares, 

de emprendimiento para la autosuficiencia y 
el autoempleo. Algunos de los cursos brinda-
dos promocionaban el autoempleo, como los 
de chocolatería, elaboración de velas, jabo-
nes artesanales y bisutería, entre otros. En 
consecuencia, para la comercialización de 
estos productos realizamos diversas “Expo 
Inclusión”, así como la creación de la marca, 
con el propósito de acercar y ofertar los  
productos a la ciudadanía. 

Para garantizar el acceso a las personas 
con discapacidad a los programas sociales, 
especialmente a los federales, acercamos la 
atención médica especializada a través de 
Ferias de Especialidades, permitiéndoles ob-
tener los certificados de discapacidad nece-
sarios para los trámites de dichos programas. 
Y finalmente, para garantizar el derecho a  
una alimentación adecuada, se entregaron  
diversos apoyos alimentarios. 

Resultado de todo esto son los casos de 
inclusión y superación de personas como Vla-
dis, un joven con síndrome de Down que a lo 
largo de estos tres años ha logrado ser más 
independiente, estableciendo y comerciali-
zando su propia marca de bisutería. 

Dominik, una niña que no podía salir de su 
casa por la condición de discapacidad, no 
obstante, con la entrega de una silla de rue-
das logró incluso desarrollarse en actividades 
deportivas, dándole un motivo para su  
crecimiento personal. 

Daniel, un joven diagnosticado con linfoma 
de Hodgkin y que en consecuencia no podía 
caminar, tras recibir terapia física recuperó la 

Guadalupe Cuautle Torres
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movilidad de sus piernas, algo que en algún 
momento pensó que no volvería a suceder. 

Vanessa, una niña con parálisis cerebral 
discinética, lo que le impedía integrarse so-
cialmente, lloraba durante sus terapias y no 
tenía nada de lenguaje. Hoy, después de reci-
bir una atención multidisciplinaria a través de 
terapia de lenguaje, terapia especial y física, 
le es posible socializar y participar de manera 
más activa en sus consultas, emitiendo algu-
nas palabras, mejorando mucho su atención, 
su memoria y funciones ejecutivas, quien aho-
ra se encuentra en proceso de desarrollar la 
capacidad de leer y escribir. 

O de Daniel, un padre que tuvo un  
accidente automovilístico en el cual perdió 
parte del brazo izquierdo; sin embargo, des-
pués de cuatro años de este suceso se le hizo 
la entrega de una prótesis que le permite  
ser más independiente, cumpliendo con las 
actividades de su trabajo. 

Y como estas historias hay muchas más. 
Como podrán leer, estas acciones han favore-
cido la inclusión de personas con discapaci-
dad; sin embargo, es importante que reflexio-
nemos en lo que aún nos queda por construir. 

Cada programa implementado, cada apo-
yo brindado, cada espacio adaptado, cada 
capacitación impartida, representa más que 
una lista de resultados y metas cumplidas; re-
presenta un paso firme hacia una sociedad 
más justa, empática y solidaria. 

Tenemos claro que la inclusión no se trata 
sólo de crear oportunidades, sino de garanti-
zar derechos, de eliminar barreras –visibles e 

invisibles– y de transformar mentalidades. Las 
acciones realizadas han tenido un impacto 
real: han mejorado la calidad de vida de  
muchas personas, han fortalecido la partici-
pación de las familias, y han sembrado con-
ciencia. No obstante, también comprendemos 
que la inclusión es un proceso continuo,  
que exige compromiso, escucha constante  
y, principalmente, voluntad política y social.

Conclusión 
La discapacidad, en sí misma, no debería ser 
un obstáculo. El verdadero problema surge 
cuando la sociedad no está preparada para in-
cluir; cuando las ciudades no son accesibles; 
cuando las escuelas no tienen los recursos; 
cuando el mercado laboral cierra las puertas; 
todo esto creando un círculo vicioso que atra-
pa a la persona en una doble vulnerabilidad: 
no tener acceso a recursos económicos  
y ser discriminada. 

Hago un llamado a escuchar, articular, 
aprender y construir políticas públicas que 
respondan a esta realidad. Impulsemos  
espacios permanentes de diálogo entre el go-
bierno, el sector privado y la sociedad civil, 
fortalezcamos la formación de personas servi-
doras públicas con vocación y destinemos ma-
yores recursos para desarrollar acciones de 
inclusión que ya están mostrando resultados 
exitosos.

La discapacidad no es lo que limita, sino lo 
que invita a transformar. Y en esa transforma-
ción, todos y todas tenemos un papel que 
cumplir. 

Guadalupe Cuautle Torres

Es importante considerar los siguientes datos; de las personas con discapacidad 
que perciben mucho o algún grado de discriminación en la vida diaria,  

en primer lugar, esta se hace presente cuando se disponen a buscar algún 
trabajo, mientras que, en segundo lugar, se percibe cuando acuden a oficinas  

en las que se otorgan servicios gubernamentales
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Para tomar en cuenta:

5.	 Acciones del gobierno local:  
Se creó una unidad administrati-
va dedicada, se impulsó el  
programa “Cambiando Vidas” 
con apoyos médicos y terapias, 
y se construyó un nuevo edificio 
del DIF con instalaciones  
inclusivas.

6.	 Sensibilización y educación  
social: Se impartieron pláticas, 
talleres, torneos y actividades 
culturales para cambiar percep-
ciones sociales y formar una  
sociedad más empática.

7.	 Inclusión laboral y  
autosuficiencia: Se promovieron 
talleres de emprendimiento y 
autoempleo, creación de marca 
y eventos de venta como “Expo 
Inclusión”.

8.	 Impacto real y continuo: Las  
historias de vida presentadas 
muestran mejoras concretas en 
autonomía, salud y desarrollo 
personal, pero se subraya que 
la inclusión es un proceso per-
manente que requiere voluntad 
política y social.

1.	 La discapacidad es una  
construcción social: No es la 
condición física, sensorial o 
cognitiva la que limita, sino las 
barreras sociales, estructurales 
y culturales que impiden la in-
clusión plena de las personas 
con discapacidad.

2.	 Marco jurídico internacional y 
nacional: Existen instrumentos 
legales como la Convención so-
bre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad (2006) y 
la Ley General para la Inclusión 
en México (2011), pero su  
implementación enfrenta aún 
importantes desafíos.

3.	 Estadísticas alarmantes: En  
México, 47% de las personas 
con discapacidad siente que 
sus derechos no son respeta-
dos, y enfrentan serias limitacio-
nes en infraestructura, salud, 
empleo y apoyo para una vida 
independiente.

4.	 Vínculo entre discapacidad y 
pobreza: 49.5% de las personas 
con discapacidad viven en  
pobreza, enfrentando múltiples 
carencias como la falta de  
seguridad social, educación  
y acceso a alimentos nutritivos.

Guadalupe Cuautle Torres
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La crisis de los derechos  
humanos en México,  
la lucha que no cesa

Zaira Méndez Álvarez

Sin importar los contextos particulares de 
cada sociedad, la democracia y los derechos 
humanos son conceptos interdependientes 
que se fortifican mutuamente, por lo que, 
cuando un gobierno se encuentra en constan-
tes dificultades para atender las necesidades 
y solicitudes de su población, las garantías 
individuales se ven directa y profundamente 
afectadas.

Sobre esta misma línea, la democracia 
efectiva se ve preservada con la inclusión y 
la participación activa de las y los ciudada-
nos en las esferas política y social, lo que 
sólo es posible de alcanzar cuando está  
garantizado el respeto de los derechos hu-
manos y las carencias comunes no significan 
una amenaza al bienestar social. Asimismo, 
ambos pilares requieren de herramientas  
e instituciones sólidas que les permitan  
establecerse, esto mediante la impartición 

de justicia y leyes que permitan ampliar la  
protección de la ciudadanía y de reducir  
las situaciones de abuso de poder; garanti-
zando la libertad, la justicia y la dignidad  
humana. 

Entre las naciones que instauran gobiernos 
democráticos, el ascender a un rango consti-
tucional las garantías individuales, destinan 
un seguro a la legitimidad que ya de por sí, 
contribuye a su fortalecimiento, por tanto, la 
misma necesidad de promover la dignidad 
humana, termina por desembocar en formas 
de gobierno que prevén esta protección. 

Ya hace algunos años, en 2002, la  
Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
declaró algunos de los elementos esenciales 
de la democracia y donde se hace énfasis  
en la importancia de involucrar los principios 
de las garantías fundamentales, los cuales  
incluyen: 
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En este sentido, el avance de la instauración 
de los derechos humanos y el Estado de  
derecho, refuerzan, promueven y buscan 
preservar la dignidad humana, la justicia  
social, el desarrollo económico y social  
de las comunidades, la cohesión social, al 
mismo tiempo que abonan en el mejoramien-
to de un clima saludable de paz en el orden 
internacional. 

Sin embargo, a pesar de que ambas  
nociones son fundamentales, en los últimos 
años se ha observado un debilitamiento (deli-
berado) de estos conceptos, en la búsqueda 
de beneficiar a algunos grupos de poder,  
con la finalidad de asegurar su dominio en el 
mediano y largo plazo. 

Con esta introducción, reconocemos la  
importancia universal de proteger el ejercicio 
pleno de los derechos humanos y la constitu-
ción de gobiernos democráticos que vigilen  

el cumplimiento de estos. Sin embargo, en  
el contexto nacional, durante los últimos  
sexenios nos hemos encontrado con prácticas 
que contradicen los preceptos antes menciona-
dos, caracterizándose más bien por altos  
niveles de violencia e impunidad. 

Actualmente, la situación en México resiste 
una crisis en varios frentes, lo cual ha desem-
bocado en un importante desequilibrio en  
materia de derechos humanos, dejándolo de 
manifiesto en diversos estudios y análisis. 

Dentro del Índice Global de Impunidad 
(2024), elaborado por la Universidad de las 
Américas de Puebla (UDLAP), se ha evaluado 
a 94 naciones analizando su desempeño en 
justicia y protección de derechos humanos, 
en este, México obtuvo un puntaje de 46.19, 
lo que lo ha posicionado dentro de los 15 paí-
ses con peores resultados; en contraste por 
ejemplo, Alemania obtuvo una puntuación de 

Elaboración propia con información de la Asamblea General de la ONU de 2002.

Zaira Méndez Álvarez
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14,9. Si revisamos la edición anterior de esta 
medición, encontraremos que nuestra nación 
se hallaba en el lugar número 60, lo que no 
significa una mejora en el desempeño, sino  
a la inclusión de más naciones al análisis; el 
Índice estudia las capacidades institucionales, 
la eficiencia de los sistemas de seguridad  
y las herramientas de acceso a la justicia,  
entre otros. 

Con respecto al Índice elaborado por la  
Organización Transparencia Internacional, se 
ha colocado a México en el puesto número 
140 (de 180 evaluados) en su estudio sobre 
percepción de corrupción, en el mismo  
estatus de países como Irak o Nigeria. La ca-
pacidad máxima en este estudio es de 100 
puntos, de los cuales se han obtenido tan  
sólo 26, lo cual refleja los niveles altos de  
corrupción sobre los que nuestra nación ca-
mina. En el último sexenio, las calificaciones 
obtenidas fueron:

 
•	 2018: 28 puntos 
•	 2020: 31 puntos
•	 2022: 31 puntos
•	 2024: 26 puntos 

Durante los primeros años del sexenio de  
López Obrador la posición de la nación vio 
una mejoría, sin embargo, las malas decisio-
nes tomadas en este rubro desembocaron en 
un incremento de la percepción de los actos 
de corrupción, alimentados principalmente 
por la incertidumbre de reformas como la  
del Poder Judicial, así como los crecientes 
casos de corrupción que involucran al crimen 
organizado. 

En otras ramas importantes, las evaluaciones 
no han resultado mejores. Por ejemplo, Méxi-
co ha sido catalogado como uno de los  
países más peligrosos para ser defensor de 
los derechos humanos y periodistas, en este 
sentido, tan sólo entre diciembre de 2018 y 
2024, la Organización Artículo 19, registró 
3,408 agresiones contra corresponsales y el 

asesinato de 46 periodistas, asimismo, se ha 
registrado el asesinato de 14 defensores de 
derechos humanos y 18 defensores ambien-
tales, lo cual deja en evidencia la fractura  
del Estado de Derecho sobre el que nos  
encontramos. 

Finalmente, en el Índice de Estado de  
Derecho en su edición de 2024, elaborado 
por el Proyecto de Justicia Mundial (WJP, por 
sus siglas en inglés), posicionó a México en el 
lugar número 118 (de 142), obteniendo algu-
nos de sus peores resultados en las catego-
rías de Seguridad, Justicia Penal y Ausencia 
de Corrupción. Este sumario contempla ru-
bros universales, los cuales son: rendición de 
cuentas, plenitud de derechos, acceso a la 
justicia y gobierno abierto, y evalúa 44 indica-
dores. En este mismo ranking, pero a nivel 
América Latina y el Caribe, México se posicio-
na en el lugar 28 de 35, apenas sobrepasan-
do a naciones como Venezuela, Nicaragua  
y Haití. 

Como parte de estos desafíos que hemos 
mencionado, existen además los problemas 
estructurales con los que aún combate la na-
ción mexicana y que impactan directamente 
en la procuración de los derechos humanos, 
siendo algunos de los más relevantes: los  
altos niveles de violencia, la centralización  
del poder, y los contextos diversificados de 
pobreza y desigualdad. 

En el escenario de violencia que  
experimentamos, el Índice de Paz México, ha 
revelado tendencias muy diversas y, a pesar 
de que se han disminuido algunos indicado-
res, la tasa de homicidios tuvo un aumento del 
55.0% con más de 300 mil personas asesina-
das acumuladas hasta 2024, así como un in-
cremento del 46.0% en el delito de extorsión y 
un aumento del 161% en los delitos de narco-
menudeo. Sumado a esto, la tasa de violencia 
sexual creció un 138.0% y los índices de  
violencia familiar un 103.0%. 

También de forma muy breve, el Banco 
Mundial ha destacado que la pobreza en  

Zaira Méndez Álvarez
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México persiste por el escaso crecimiento 
económico y las políticas asistencialistas de 
corto plazo lo cual nos ha valido para conti-
nuar siendo uno de los cuatro países de la re-
gión con una proporción significativa de su  
población viviendo con ingresos insuficientes 
para adquirir una canasta básica de bienes 
alimentarios y no alimentarios, esto de acuer-
do con el Informe de “Panorama Social de 
América Latina y el Caribe 2024”, elaborado 
por la Comisión Económica para América  
Latina y el Caribe (CEPAL). 

Ahora bien, con respecto a la centralización 
del poder, se trata de una tendencia que se 
ha ido intensificando en los últimos seis años, 
y que ha sido observada en la puesta en  
marcha de las diversas reformas que se han 
propuesto, así como a través de los progra-
mas asistencialistas sobre los que adquiere 
su popularidad el partido oficialista. Hemos 
experimentado además la reducción de facul-
tades en estados y municipios y el avance de 
una militarización silenciosa que pretende 
remplazar a la seguridad pública subnacio-
nal, afianzando así la prosperidad de un pro-
yecto de gobierno que pretende controlarlo 
todo desde la administración federal. 

Mediante este corto resumen, visitamos  
diversos puntos clave que fomentan la protec-
ción de los derechos primordiales, y donde  
la situación del país está muy lejos de ser  

positiva. El Estado paternalista hacia el que 
Morena se ha movido restringen poco a  
poco los principios de la democracia y,  
por ende, las garantías individuales de las  
y los mexicanos. 

Por esta razón, México debe afianzar sus 
pasos en pro del combate a la impunidad;  
de igual forma los índices de violencia deben 
ser reducidos a través de estrategias integra-
les que contemplen los orígenes estructurales 
y que atiendan esta problemática desde los 
tres órdenes de gobierno, dotando a cada 
uno de facultades y recursos suficientes  
para hacer frente de mejor manera a estas  
necesidades comunales. 

Urge, conformar tácticas exhaustivas que 
combatan de forma efectiva a los grupos  
criminales, las desapariciones forzadas y  
violaciones graves a la humanidad como lo 
son las torturas y los crecientes casos de fe-
minicidio, de igual forma, es necesario robus-
tecer los procesos de investigación autónoma 
e independiente, que abonen a la resolución 
de sentencias judiciales. Fortificar la seguri-
dad pública en los tres órdenes de gobierno  
y no solamente robustecer un sistema  
militar que ha sido señalado en múltiples oca-
siones por violar los derechos humanos de la 
ciudadanía. 

Aunado a esto, es necesario integrar  
protocolos que protejan a los defensores  

Zaira Méndez Álvarez

En el Índice de Estado de Derecho en su edición de 2024, elaborado 
por el Proyecto de Justicia Mundial (WJP, por sus siglas en inglés), 

posicionó a México en el lugar número 118 (de 142), obteniendo algunos 
de sus peores resultados en las categorías de Seguridad, Justicia 

Penal y Ausencia de Corrupción
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de los derechos humanos en nuestro país,  
así como a los comunicadores para que  
puedan continuar siendo voceros de las reali-
dades sociales sin el riesgo de experimentar 
amenazas, censuras e incluso riesgos  
de muerte. 

Atender las desigualdades estructurales, 
así como buscar la descentralización del  
poder, también son piezas fundamentales 
para transitar hacia un Estado democrático  
y de derechos. Finalmente, prestar atención  
a las recomendaciones y planes internaciona-
les sin duda nos ayudará a integrarnos  
a un modelo de relaciones sanas con otras 
naciones. 

Los derechos humanos no pueden existir 
sin un sistema que les permita instaurarse y 
reproducirse en todos los órdenes guberna-
mentales, y la democracia no se puede gene-
rar si no existen estas garantías que aseguren 
la libertad y la justicia para todas y todos. El 
camino hacia la reconstrucción del país es 
largo, pero cada paso que demos en la direc-
ción correcta, con la vigilancia de las accio-
nes gubernamentales, la transparencia y la 
inclusión de la ciudadanía en la toma de  
decisiones, coadyuvarán a que el país  
pueda acercarse a un estado democrático  
y promotor de derechos humanos. 

Zaira Méndez Álvarez
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Zaira Méndez Álvarez

Para tomar en cuenta:

5.	 Violencia generalizada: Hasta 
2024 se han acumulado más de 
300 mil homicidios, aumentaron 
los delitos de extorsión (+46%), 
narcomenudeo (+161%), violen-
cia sexual (+138%) y violencia 
familiar (+103%).

6.	 Centralización del poder y  
militarización: Se ha observado 
un fortalecimiento del poder fe-
deral en detrimento de estados 
y municipios, con reducción de 
facultades locales y militariza-
ción creciente de la seguridad 
pública.

7.	 Necesidad de estrategias  
integrales: Se requiere un  
enfoque coordinado para  
combatir la impunidad, el  
crimen organizado, los feminici-
dios y las desapariciones forza-
das, fortaleciendo la seguridad 
civil y las investigaciones  
autónomas.

8.	 Urgencia de proteger a  
defensores y periodistas: Se  
deben establecer protocolos 
eficaces para garantizar su se-
guridad y libertad de expresión, 
esenciales para la democracia  
y los derechos humanos.

1.	 Democracia y derechos  
humanos son interdependien-
tes: La participación ciudadana 
y la garantía de libertades son 
esenciales para preservar un 
sistema democrático funcional.

 

2.	 Retroceso en derechos humanos 
en México: En los últimos sexe-
nios se ha agudizado la crisis 
con altos niveles de violencia, 
impunidad y debilitamiento de 
instituciones democráticas.

3.	 Resultados alarmantes en  
índices internacionales: 
• México está entre los 15  
países con peor desempeño en 
el Índice Global de Impunidad. 
• Ocupa el lugar 140 (de 180) 
en percepción de corrupción, 
con solo 26 de 100 puntos.

4.	 Agresiones a periodistas  
y defensores de derechos  
humanos: De 2018 a 2024,  
se registraron 46 periodistas 
asesinados y más de 3,400 
agresiones, mostrando una  
profunda fractura del Estado de 
derecho.
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El sistema de cuidados 
que México necesita: 

realidad, omisión y propuesta

Carlos Madrazo Limón
Jesús Isaac Flores Castillo

México ya es un país de personas mayores 
de 60 años. Todos los días, en promedio, mil 
personas alcanzan esa edad y la tasa sigue 
aumentando. De acuerdo con el Censo de 
Población y Vivienda 2020 del INEGI, más de 
17.7 millones de personas tienen 60 años o 
más, lo que representa el 14% de la pobla-
ción nacional. Las proyecciones demográfi-
cas indican que, hacia 2030, el número de 
personas mayores superará al de menores 
de 15 años. Este fenómeno exige políticas 
públicas claras, coordinadas y con enfoque 
de derechos. Sin embargo, México carece de 
un Sistema Nacional de Cuidados que garan-
tice una vejez digna, segura y acompañada. 
Esta omisión no solamente es estructural:  
es una deuda moral con quienes han contri-
buido durante décadas a la construcción  
del país.

El 13 de abril de 2024, autoridades sanitarias 
y de protección civil clausuraron el asilo  
‘Santa Sofía’ en San Luis Potosí, tras rescatar 
a diez adultos mayores que vivían en condi-
ciones de abandono, insalubridad y desnutri-
ción. Algunos de ellos requerían oxígeno, me-
dicamentos o atención inmediata. El estable-
cimiento no contaba con registro oficial ni  
supervisión periódica, operaba sin personal 
médico certificado y violaba sistemáticamente 
los derechos de sus residentes.

Este caso, lejos de ser excepcional, refleja 
una crisis silenciosa: según la Comisión  
Nacional de los Derechos Humanos (2023), 
más del 40% de los centros privados de  
atención para adultos mayores en México 
operan fuera de la normatividad estatal o  
sin registro alguno. La ausencia de un padrón 
nacional, la fragmentación normativa entre 
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entidades federativas y la escasa inspección 
son elementos de un sistema que, en la  
práctica, no existe.

Un Sistema Nacional de Cuidados, como 
lo define la OIT y la CEPAL, es un conjunto 
articulado de políticas, servicios, programas y 
recursos que garantizan los derechos a cui-
dar, ser cuidados y ejercer autonomía. Inclui-
ría tanto servicios públicos como privados, 
desde atención domiciliaria, centros de día, 
subsidios a cuidadoras no remuneradas  
y prestaciones sociales.

México no sólo no cuenta con dicho  
sistema; delega casi por completo el cuidado 
a las familias, profundizando desigualdades 
de género. De acuerdo con la Encuesta  
Nacional sobre Uso del Tiempo 2022, el 85% 
del tiempo destinado al cuidado de personas 
mayores es aportado por mujeres, sin retribu-
ción ni respaldo institucional. En contraste, 
Uruguay, Costa Rica y Argentina han imple-
mentado sistemas de cuidado con presu-
puestos asignados, marcos legales claros  
y estándares de calidad.

El Partido Acción Nacional ha impulsado 
diversas iniciativas que sientan las bases  
de un verdadero sistema de cuidados en  
México. Desde sus gobiernos estatales y sus 

plataformas legislativas, el PAN ha avanzado 
en propuestas concretas:

•	 En Guanajuato, la Red de Casas de Día 
atiende a miles de personas mayores 
con servicios médicos, alimentación  
y recreación.

•	 En Querétaro, el programa ‘Contigo 
Adulto Mayor’ otorga consultas  
y medicinas gratuitas.

•	 En Yucatán, los Centros Gerontológicos 
Comunitarios articulan cuidado físico, 
emocional y cognitivo.

A nivel nacional, el PAN propuso en 2023  
reformar la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores para crear un Registro 
Nacional de Centros de Atención, regular  
estándares de calidad y establecer subsidios 
a cuidadoras informales. La Plataforma Elec-
toral 2024 del PAN propuso la creación de  
un Sistema Nacional de Cuidados con presu-
puesto etiquetado, un padrón único, estan-
cias de día con respaldo público y fortaleci-
miento del INAPAM como autoridad nacional 
en la materia. Faltan políticas públicas  
con perspectiva etaria, fundamentadas en 
principios de respeto, inclusión, equidad  

México ya es un país de personas mayores de 60 años. Todos los días,  
en promedio, mil personas alcanzan esa edad y la tasa sigue aumentando.  

De acuerdo con el Censo de Población y Vivienda 2020 del INEGI,  
más de 17.7 millones de personas tienen 60 años o más, lo que representa  

el 14% de la población nacional
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y dignidad hacia las personas adultas mayores 
y quienes las cuidan.

En México, el cuidado ha sido invisible 
para la política pública federal. El discurso 
asistencialista ha ignorado a quienes más lo 
necesitan. Mientras otros países de la región 
construyen sistemas modernos, aquí segui-
mos improvisando con esfuerzos aislados.  
El caso de Santa Sofía no es un accidente:  
es el reflejo de una ausencia institucional  
estructural.

Acción Nacional ha demostrado, con  
hechos y propuestas, que sí es posible cons-
truir un sistema digno, fiscalmente viable y 
con enfoque humano. Lo que falta es voluntad 
política para avanzar. Cuidar no es un lujo. 
Cuidar es un acto de justicia. 

Referencias 
•	 Instituto Nacional de Estadística  

y Geografía (INEGI). (2020). Censo de 
Población y Vivienda 2020. https://
w w w . i n e g i . o r g . m x / p r o g r a m a s /
ccpv/2020/

•	 Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos (CNDH). (2023). Informe  
especial sobre casas hogar para  

personas mayores. https://www.cndh.
org.mx/

•	 Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) & Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL). 
(2020). Hacia un sistema de cuidados 
en América Latina y el Caribe. https://
www.cepal.org/

•	 Instituto Nacional de Estadística y  
Geografía (INEGI). (2022). Encuesta 
Nacional sobre el Uso del Tiempo 
(ENUT). https://www.inegi.org.mx/ 
programas/enut/

•	 Gobierno del Estado de Guanajuato. 
(2024). Red Estatal de Casas de Día 
para Personas Adultas Mayores. https://
dif.guanajuato.gob.mx/

•	 Gobierno del Estado de Querétaro. 
(2024). Programa Contigo Adulto  
Mayor. https://queretaro.gob.mx/

•	 Gobierno del Estado de Yucatán. 
(2024). Centros Gerontológicos  
Comunitarios. https://www.yucatan.
gob.mx/

•	 Partido Acción Nacional (PAN). (2024). 
Plataforma Electoral Federal 2024. 
https://www.pan.org.mx/

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre Uso del Tiempo 2022,  
el 85% del tiempo destinado al cuidado de personas mayores  

es aportado por mujeres, sin retribución ni respaldo institucional.  
En contraste, Uruguay, Costa Rica y Argentina han implementado  
sistemas de cuidado con presupuestos asignados, marcos legales  

claros y estándares de calidad
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Para tomar en cuenta:

6.	 Ejemplos positivos en América  
Latina: Países como Uruguay, 
Costa Rica y Argentina ya cuentan 
con sistemas de cuidados  
con presupuesto, legislación  
y estándares definidos.

7.	 Propuestas del PAN: El partido  
ha impulsado iniciativas a nivel  
estatal y federal, como casas de 
día, programas médicos gratuitos 
y reformas legales para regular  
y subsidiar el cuidado informal.

8.	 Propuesta de Plataforma Electoral 
2024 del PAN: Incluye crear un  
sistema nacional con presupuesto 
fijo, padrón único, estancias diur-
nas públicas y fortalecimiento del 
INAPAM.

9.	 Falta voluntad política a nivel  
federal: Mientras otros países 
avanzan, en México persiste la  
improvisación y el asistencialismo 
sin estructura ni visión de largo 
plazo.

10.	Cuidar es justicia, no un privilegio: 
Construir un sistema de cuidados 
digno, humano y viable fiscalmen-
te es posible. Lo que falta es  
decisión política real para hacerlo 
realidad.

1.	 México envejece rápidamente: 
Más de 17.7 millones de personas 
tienen 60 años o más (14% de la 
población), y en 2030 superarán a 
los menores de 15 años. Aún así, 
no existe un Sistema Nacional de 
Cuidados.

2.	 Crisis en centros de atención para 
adultos mayores: El caso del asilo 
clausurado en San Luis Potosí  
refleja la falta de supervisión,  
personal capacitado y respeto a 
los derechos de los residentes.

3.	 40% de centros operan fuera de la 
norma: Muchos funcionan sin re-
gistro oficial, sin inspección y fuera 
de cualquier control estatal, mos-
trando una omisión institucional 
estructural.

4.	 Sistema de cuidados según OIT  
y CEPAL: Debe garantizar el  
derecho a cuidar, ser cuidado  
ejercer autonomía, incluyendo  
servicios públicos y privados, apo-
yo económico y acceso a salud  
y recreación.

5.	 El cuidado recae en mujeres sin 
reconocimiento: El 85% del tiempo 
de cuidado lo aportan mujeres sin 
remuneración, lo cual profundiza 
las desigualdades de género.
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18 puntos para fortalecer
el Plan México y 10 datos 

concretos del comportamiento 
de la economía mexicana

 Jonathan Chávez Nava

Definición de economista: es un experto que mañana sabrá explicar 
por qué las cosas que predijo ayer no han sucedido hoy.

Lawrence J. Peter.

El pasado jueves 3 de abril, la presidenta 
Claudia Sheinbaum, presentó ante la ciuda-
danía 18 puntos para fortalecer el llamado 
Plan México con el que se busca fortalecer la 
economía nacional, sin embargo, algunos  
datos económicos que han sido publicados, 
tanto por instituciones públicas como por  
privadas, reflejan que estos buenos deseos, 
no serán tan fácil de implementar y que algu-
nos son medidas populistas que en realidad 
estarán lejos de cumplir su objetivo.

Estos 18 puntos son prácticamente las  
acciones que el gobierno federal ha anuncia-
do desde su llegada al poder, en realidad son 
estrategias que ya se habían anunciado con 
anterioridad y que sólo son un paliativo ante la 
opinión pública, para aminorar el desgaste 
que ha dado el golpe asestado por Donald 

Trump al sistema económico mundial y que  
incluye a México, además de anunciar  
como objetivo primordial elevar la producción 
nacional y dar prioridad al mercado interno. 

Sin embargo, en estos días los datos  
publicados por diversos entes han dado 
cuenta de los graves problemas que enfrenta 
nuestro entorno económico, aunado a que los 
aranceles impuestos por Estados Unidos, que  
si bien es cierto y gracias al Tratado entre  
México, Estados Unidos y Canadá, y no por 
las supuestas buenas relaciones entre el  
gobierno mexicano y Donald Trump, no reper-
cuten de forma radical como en otros países, 
también lo es, que no todos los productos es-
tarán exentos del gravamen impuesto y que 
algunos serán fuertemente golpeados, como 
lo son la industria automotriz. 
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En este sentido, se ha impuesto un arancel 
del 25% para automóviles, un 25% para el 
acero y el aluminio, 10% a mercancías ener-
géticas y fertilizantes, además de la amenaza  
latente de implementar cualquier otro arancel 
dependiendo del humor del habitante de la 
Casa Blanca, lo que ha generado una gran  
incertidumbre para los inversores.

Debido a lo anterior, y ante el temor del  
gobierno mexicano para responder con aran-
celes recíprocos a los Estados Unidos, como 
lo están haciendo la mayoría de los países a lo 
largo y ancho del planeta, incluido Canadá a 
quien se le dio prácticamente el mismo trato 
que a México por ser parte del T-MEC, la  
presidenta presentó las estrategias que a  
continuación se presentan:

1. Ampliar la autosuficiencia alimentaria:
•	 Aumentar la producción de maíz blanco 

de 21.3 millones de toneladas en 2024 
a 25 millones de toneladas en 2025. 

•	 Aumentar la producción de frijol de  
730 mil toneladas a un millón 200 mil  
toneladas en el 2030.

•	 Aumentar la producción de leche de 13 
mil a 15 mil millones de litros. 

•	 Aumentar la producción de arroz, de 
221 mil 500 a 450 mil toneladas y au-
mentar el valor agregado de productos 
del campo de pequeños productores.

En este rubro se da cuenta de una serie de 
buenos deseos que están sujetos a condicio-
nes que el gobierno no puede controlar, en 
donde incluso el clima puede determinar  
que los objetivos se cumplan o no, por lo que 
viviremos en la incertidumbre en los próximos 
meses.

2. Ampliar la autosuficiencia energética:
•	 Entre 2025 y 2030, la producción  
nacional de gasolina y turbosina con  
menos contaminantes aumentará en al  
menos 30 %.

•	 Reducir la importación de gas natural; 
pasar de 3 mil 834 a 5 mil millones de  
pies cúbicos diarios en 2030, a través de la 
recuperación sustentable de gas.
•	 Acelerar las inversiones en generación 
eléctrica de la para 2025 por 3 mil 585  
megawatts, de los cuales 25 % serán de 
fuentes renovables de energía.
•	 La meta para 2030 es de 22 mil 674 
megawatts adicionales.
•	 Inicio de 59 proyectos de inversión 
para fortalecer la red nacional de  
transmisión y distribución con 86 nuevas 
subestaciones y ampliación de las 63  
existentes.
•	 Fortalecer el contenido nacional de las 
compras de la CFE.
•	 Acelerar los permisos para la  
generación de energía renovable,  
garantizando siempre que el 54 % sea  
pública.

En este sentido, se establecen metas difíciles 
de alcanzar, dependiendo nuevamente de  
parámetros que el gobierno no puede contro-
lar, ya que el llevar a cabo estos puntos  
dependen de la eficiencia de instancias  
no gubernamentales e incluso de normas  
internacionales y sobre todo de inversiones 
sujetas a la disponibilidad de recursos.

3. Acelerar los proyectos de obra pública 
para 2025: 

•	 44 mil km de mantenimiento de la Red 
Federal de Carreteras en 2025.

•	 Inicio de la construcción de 11  
distribuidores viales en diversas  
ciudades del país.

•	 Construcción de 114 caminos  
artesanales para pueblos originarios; 
acelerar la licitación de 37 proyectos 
estratégicos de agua, que incluye  
la tecnificación de distritos de riego,  
saneamiento de ríos, presas y obras 
mayores.
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•	 Inicio en este mes de la construcción 
del tren de pasajeros Ciudad de Méxi-
co – Pachuca -que ya inició- y del de 
Ciudad de México – Querétaro.

•	 Echar a andar las licitaciones para los 
trenes Querétaro – Irapuato y Saltillo  
– NuevoLaredo.

•	 Inicio en abril del tren maya de carga, 
incluido el tramo hacia Progreso,  
Yucatán.

•	 La construcción de 178 km del tren  
interoceánico, particularmente la deri-
vación hacia Dos Bocas, Paraíso, Ta-
basco y también hacia Ciudad Hidalgo, 
Chiapas, y acciones de rehabilitación 
en 11 puertos del país. Terminación, 
con inversión pública y privada, de los 
aeropuertos de Puerto Escondido y  
Tepic e inicio de la rehabilitación del 
Aeropuerto Internacional Benito Juárez 
de la Ciudad de México.

•	 Obras de mejoramiento de 60  
aeropuertos que están concesionados, 
con una inversión privada por un  
monto, en 2025, de 35 mil millones de 
pesos.

•	 Inicio de la construcción de siete  
proyectos de inversión mixta en  
carreteras y puentes.

•	 Obra de infraestructura social para  
escuelas, hospitales y pueblos  
indígenas por 33 mil.

Este rubro no es nada nuevo, ya que son 
obras que están presupuestadas desde el  
inicio del gobierno, aprobadas y muchas de 
ellas ya en construcción antes de la crisis  
provocada por el gobierno estadounidense.

4. Acelerar la construcción de vivienda 
y créditos. 

•	 La meta en este sentido pasa de 130 
mil viviendas a 180 mil con Infonavit y 
Conavi. Es parte del proyecto sexenal 
de un millón de viviendas.

•	 Cien mil apoyos de mejoramiento de  
vivienda, disminución de 4.4 millones 
de créditos impagables de Infonavit  
y Fovissste. Otorgamiento de 577  
mil créditos para adquirir vivienda  
con simplificación por parte del  
Infonavit.

•	 Adicionales a la construcción de  
vivienda, 554 mil créditos extras.

En este caso hay un riesgo latente en que  
la construcción de estas viviendas y el  
otorgamiento de créditos en el mismo sentido, 
se estanque, ya que si los ciudadanos  
tienen preocupaciones con respecto a la  
economía, difícilmente estarán en las condi-
ciones de adquirir una vivienda, aunque  
sea a crédito, lo que podría provocar una  
escalada de construcciones que quedarían 
en el abandono.

En este sentido, se ha impuesto un arancel del 25% para automóviles,  
un 25% para el acero y el aluminio, 10% a mercancías energéticas y fertilizantes, 

además de la amenaza latente de implementar cualquier otro arancel 
dependiendo del humor del habitante de la Casa Blanca, lo que ha generado  

una gran incertidumbre para los inversores
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5. Fortalecer y ampliar la fabricación nacional 
para el mercado interno de la industria textil, 
del calzado, de muebles, acero y aluminio; 
semiconductores, paneles, fotovoltaicos,  
baterías, industria creativa, entre otros.

6. Fortalecer y ampliar la fabricación nacional 
para el mercado interno de vehículos,  
robusteciendo innovación, investigación  
y desarrollo, así como eficiencia energética.

El iniciar prácticamente de ceros una industria 
automotriz propia, ya que la mayoría de las 
empresas que se dedican a la fabricación de 
automóviles, será una apuesta que tal vez 
esté destinada a perderse, en un ambiente 
económico de este tipo difícilmente habrá in-
versionistas que se arriesguen a invertir en 
este sentido.

7. Aumentar la producción nacional de la  
industria farmacéutica y de equipo médico,  
a través de la simplificación administrativa  
de Cofepris y contar con una planta en  
territorio nacional para la compra multianual 
de medicamentos en 2026.

En este caso, como todos sabemos, el  
gobierno federal ya intentó organizar este  
rubro de la economía nacional, a través de 
centralizar la compra de medicamentos y de 
distribuirlos a todo al país, hoy tiene hundido 

al sistema de salud, en donde cada día más 
pacientes carecen de medicamentos por la 
mala gestión gubernamental, la corrupción  
en la compra de los mismos y la ineptitud  
para llevar a cabo una distribución ordenada 
y eficaz.

8. Aumentar la producción de industria  
petroquímica y fertilizantes en México, a tra-
vés de proyectos mixtos. Duplicar proyectos 
de inversión mixta en la industria y que 90 % 
de la compra de fertilizantes sea con Pemex, 
a partir del segundo semestre de 2025.

Este aspecto es en donde históricamente se 
tienen grandes desventajas, en los últimos 
años PEMEX, se ha visto rebasado por el  
mercado internacional, mientras las empresas 
privadas y estatales de otros países van al 
alza, nuestra paraestatal sólo ha generado 
perdidas por cientos de miles de dólares, 
además de que la refinería de Dos Bocas en 
Veracruz, uno de los proyectos estrella de  
López Obrador ha resultado un rotundo fraca-
so y no ha logrado alcanzar la eficiencia  
requerida para ser rentable, por lo tanto,  
las metas en este punto prácticamente son 
imposibles de alcanzar.

9. Aumentar el contenido nacional de  
compras públicas, a través de la nueva  
Ley de Adquisiciones y reforma a la ley en la 

Sin embargo, en estos días los datos publicados por diversos entes han dado 
cuenta de los graves problemas que enfrenta nuestro entorno económico,  

aunado a que los aranceles impuestos por Estados Unidos, que si bien  
es cierto y gracias al Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá,  
y no por las supuestas buenas relaciones entre el gobierno mexicano  

y Donald Trump, no repercuten de forma radical como en otros países
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materia, lo cual implica 65 % de compras  
nacionales por parte del gobierno.

10. Aumentar la venta de productos  
nacionales en tiendas de autoservicio y  
departamentales, a través de acuerdos  
voluntarios. 

Un rubro que depende directamente de lo 
que acepten o no las grandes cadenas de  
autoservicio, quienes ya tienen compromisos 
y contratos con distintas productoras, por lo 
que será complicado que los productos  
nacionales puedan competir con marcas  
ya posicionadas y reconocidas por el  
consumidor.

11. Portafolio de inversiones en México  
y ventanilla nacional de inversiones. Se publi-
cará la ventanilla única para inversiones, y la 
simplificación estará disponible para trámites 
municipales, estatales y nacionales.

12. Publicación de la licitación de 15 polos  
de bienestar en distintos estados de la  
República, con sus beneficios fiscales de  
diverso tipo. 

13. Aumentar la creación de al menos 100 mil 
empleos, a partir de bolsas de trabajo y ferias 
de empleo. 

14. Programa de facilidades de la banca de 
desarrollo y banca comercial para micro  
y pequeñas empresas.

15. Mayor inversión para investigación  
científica y tecnológica, y simplificación de 
tiempos para registro de patentes a partir  
de la modificación a la Ley del IMPI. En  
particular, incluye el desarrollo de vehículos 
eléctricos, semiconductores, satélites, la 
creación del laboratorio nacional de inteligen-
cia artificial y diversos programas sociales  
y humanidades, entre otros.

16. Renovar permanentemente el paquete 
contra la inflación y la carestía de la canasta 
básica.

17. Mantener el aumento al salario mínimo 
hasta llegar a 2.5 canastas básicas y otras 
prestaciones sociales, así como laborales.

18. Garantizar y ampliar los programas de 
bienestar.

Muchos puntos de este listado son meramente 
tramitología o inyección de dinero público, 
por lo que no hice mayor referencia a ellos, 
desafortunadamente son acciones que todo 
parece indicar no marcarán un paradigma 
que pueda sostener nuestra economía ante 
un entorno internacional tan complejo como el 
que representa una guerra comercial en toda 
la extensión de la palabra, acciones de este 
tipo que se traducen como un tratado de bue-
nos deseos están muy alejadas de hacer una 
diferencia radical para resolver el problema 
que viene a toda velocidad.

La mayoría de los puntos ya están en  
funcionamiento o se implementarán a más  
tardar en el mes de mayo del año corriente.

Sin embargo, hay datos económicos  
que no han sido atacados con estos puntos 
abordados por la presidencia de la república.

1.	 El Gobierno de México actualizó su  
estimación de Crecimiento Económico 
para 2025 a un rango de 1.5 y 2.3 %, 
que en días pasados estaba estimado 
entre el 2 y el 3 %, esto debido a la  
incertidumbre que ha generado la  
imposición de aranceles.

2.	 De conformidad con los Precriterios 
2026 de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público la deuda pública de 
México llegará a casi 20 billones de pe-
sos, la cifra más alta de la que se tenga 
registro, lo que representa el 52.3% del 
PIB, esto se traduce en que en el 2026 
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cada mexicano tendrá una deuda de 
148,489 pesos.

3.	 Según la Encuesta de Opinión  
Empresarial publicada cada mes por el 
INEGI el índice de empresarios del sec-
tor manufacturero, que considera que 
ahora es momento de invertir en Méxi-
co, cayó 10.8%, en los servicios priva-
dos no financieros 12.2 puntos, en el 
sector de la construcción disminuyó 
13.5 puntos y en el sector comercial 
tuvo una caída en 13.0 puntos, en este 
marzo respecto a marzo de 2024.

4.	 Empresas automotrices que producen 
en nuestro país dieron inicio a la  
suspensión de actividades, tanto Ste-
llantis, que produce vehículos de la 
marca Jeep, Chrysler y Dodge, así 
como Nissan, han anunciado que, ante 
la incertidumbre de la imposición de 
aranceles, frenarán su producción.

5.	 Según la Encuesta Nacional de  
Ocupación y Empleo en el mes de fe-
brero de 2025, la tasa de Participación 
Económica, es decir, el porcentaje  
de la población que se encontró traba-
jando, o que no tuvo empleo, pero  
estaba en la búsqueda activa de uno, 
se ubicó en el 58.7% % de la pobla-
ción. Pero en febrero de 2024 fue de 
60.2, aunado a lo anterior, se informó 

que aproximadamente 207 mil  
personas salieron de la población  
económicamente activa.

6.	 Por cuanto hace al indicador que mide 
la percepción de los consumidores so-
bre su situación económica actual y 
sus expectativas, es decir, el Indicador 
de Confianza del Consumidor, se situó 
en 46 puntos, lo que representa un re-
troceso de 0.3% respecto del mes de 
febrero y una franca caída de 1.3 pun-
tos con respecto a marzo del 2024, de 
acuerdo con lo publicado por el Banco 
de México y el INEGI. 

7.	 En enero de 2025, el INEGI reportó una 
reducción de los principales elementos 
de demanda doméstica, es decir, la in-
versión bruta fija y el consumo privado. 
En cuanto al primer indicador, cayó por 
segundo mes consecutivo y acumuló 5 
caídas anuales.

8.	 El Indicador Mensual de la Inversión 
Fija Bruta (FBCF), que determina el cre-
cimiento económico a largo plazo, se 
ubicó en 107.4 puntos en enero de 
2025, su nivel más bajo desde mayo de 
2023, informó el INEGI.

9.	 Así Asimismo, el INEGI publicó el  
Indicador Mensual de Consumo Privado 
(IMCP), el cual evalúa el gasto que  
realizaron las familias e individuos en 

Como todos sabemos, el gobierno federal ya intentó organizar este rubro  
de la economía nacional, a través de centralizar la compra de medicamentos  

y de distribuirlos a todo al país, hoy tiene hundido al sistema de salud, en donde 
cada día más pacientes carecen de medicamentos por la mala gestión 

gubernamental, la corrupción en la compra de los mismos y la ineptitud para 
llevar a cabo una distribución ordenada y eficaz
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México y mostró una caída de 0.3 % 
mensual en el primer mes del año.

10.	Según el Sistema de Indicadores  
Compuestos: coincidente y adelanta-
do, que de igual forma publica el INE-
GI, la economía mexicana acelerará su 
deterioro en 2025, ya que el indicador 
adelantado, el cual sugiere el compor-
tamiento de la economía en el corto 
plazo, reportó una disminución de 0.12 
puntos, con relación a enero, su déci-
ma caída consecutiva; así mismo el  
indicador coincidente, que refleja el 
comportamiento de la economía en 
curso, registró una disminución de 0.18 
enteros, con respecto a enero. 

Todos estos indicadores, que han sido  
publicados en fechas recientes, y que mu-
chos de ellos han caído a niveles del periodo 
de la pandemia, dan cuenta de que estamos 
en una zona de riesgo muy peligrosa y que 
podríamos estar a punto de entrar a una cri-
sis económica de grandes proporciones, lo 
que refuerza aún más la opinión de que  
estos 18 puntos del oficialismo no son  
más que un calmante ante una sociedad que 
aún no he asimilado lo que en meses próxi-
mos vendrá y que tendrá repercusiones en 
los bolsillos de la mayoría de las familias 
mexicanas.

Como en los tiempos de la dictadura  
perfecta la presidenta llama a la unidad nacio-
nal; sin embargo, en cada oportunidad lanza 
ataques contra quienes opinan y piensan  
distinto que ella, pero no es con una unión  
simulada con lo que nuestro país puede  
sortear la crisis que se nos viene encima, es 
con políticas públicas eficientes, con estímu-
los fiscales, creación de empleos dignos y 
echando abajo sus regresivas reformas como 
la judicial que México puede tener alguna 
probabilidad de salir delante de la crisis  
mundial que ya dio inicio.

No es con nacionalismos ramplones, ni  
con llamados a llenar el zócalo capitalino  
con miles de personas simpatizantes del  
oficialismo, con lo que esta crisis que viene 
cayendo con toda la fuerza se detendrá,  
necesitamos estadistas capaces de imple-
mentar acciones realmente eficaces, concre-
tas y directas para solventar lo que se viene 
en materia económica. 

Con información de: 
•	 https://www.gob.mx/
•	 https://www.inegi.org.mx/
•	 https://www.banxico.org.mx/
•	 https://www.elfinanciero.com.mx/
•	 https://www.eleconomista.com.mx/
•	 https://www.eluniversal.com.mx/
•	 https://www.jornada.com.mx/  

PEMEX, se ha visto rebasado por el mercado internacional, mientras  
las empresas privadas y estatales de otros países van al alza,  

nuestra paraestatal sólo ha generado perdidas por cientos de miles  
de dólares, además de que la refinería de Dos Bocas en Veracruz,  

uno de los proyectos estrella de López Obrador ha resultado un rotundo  
fracaso y no ha logrado alcanzar la eficiencia requerida para ser rentable
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Para tomar en cuenta:

6.	 Debilidad del consumo interno:  
La percepción negativa de la eco-
nomía entre empresarios y consu-
midores ha impactado inversión, 
confianza y empleo, generando un 
entorno de estancamiento.

7.	 Deterioro de indicadores  
económicos clave: Cayeron el 
consumo privado, la inversión fija 
bruta y la confianza del consumi-
dor, alcanzando niveles similares 
a los de la pandemia.

8.	 Riesgo de crisis económica: Los 
datos recientes indican que  
México podría estar entrando  
en una crisis de grandes propor-
ciones, con alta incertidumbre e 
inestabilidad.

9.	 Críticas al discurso oficialista:  
Se cuestiona la narrativa de  
unidad nacional de la presidenta, 
que contrasta con ataques a vo-
ces críticas y ausencia de políticas 
públicas efectivas.

10.	Llamado a políticas reales  
y eficaces: El texto concluye  
que solo con medidas concretas, 
fiscales, laborales y de estímulo 
productivo, México podrá 
enfrentar la crisis inminente.

1.	 Presentación del Plan México:  
La presidenta Claudia Sheinbaum 
presentó 18 acciones para fortale-
cer la economía, pero muchas  
son recicladas, poco realistas o 
populistas.

2.	 Dependencia de factores externos: 
Muchas de las metas del plan (au-
tosuficiencia alimentaria y energé-
tica) dependen de condiciones 
fuera del control del gobierno, 
como el clima, inversión privada e 
infraestructura.

3.	 Impacto de los aranceles de 
EE.UU.: La economía mexicana 
enfrenta serios desafíos debido  
a los aranceles impuestos por 
EE.UU., especialmente en secto-
res como el automotriz, acero,  
aluminio y energía.

4.	 Fragilidad del sistema de salud:  
El intento fallido del gobierno de 
centralizar la compra y distribu-
ción de medicamentos agravó  
el desabasto y evidenció mala 
gestión en el sector salud.

5.	 Ineficiencia de PEMEX y la  
industria petroquímica: La paraes-
tatal ha generado grandes pérdi-
das, y proyectos como Dos Bocas 
han fracasado, lo que hace poco 
viable el objetivo de fortalecer esta 
industria.
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El fracaso en la  
militarización de la 

guardia nacional

 Armando Olán Niño

Introducción
Con la aprobación de la  
Reforma Constitucional por  
la que se creó la Guardia  
Nacional,  realizamos una in-
vestigación sobre el diseño 
de la institución insignia del 
actual Gobierno de la Repú-
blica para atender el reto de 
seguridad pública.

Desde entonces anunciá-
bamos que el diseño implica-
ba una apuesta evidente de 
la Administración Federal de 
conformar un órgano con un 
ingrediente claramente militar 
y referíamos la serie de preo-
cupaciones que se genera-
ron en importantes y diversos 
segmentos de la población.

Ya desde entonces  
anunciábamos la preocupa-
ción que generaba que la re-
forma constitucional otorgaba 
al presidente de la República 
potestades suficientes para 
utilizar a las fuerzas armadas 
(sin necesidad de incorporar-
las a la Guardia Nacional) 
para tareas de seguridad pú-
blica durante los cinco años 
siguientes a la aprobación de 
la reforma, es decir, práctica-
mente, durante lo que restaba 
del periodo constitucional de 
este Gobierno.

Recordábamos que la Corte 
Interamericana de Derechos 
Humanos ha reconocido que 
las fuerzas armadas pueden 

intervenir en tareas de  
seguridad pública, sí, pero 
siempre y cuando dicha inter-
vención respete una serie de 
principios mínimos que ga-
ranticen que la intervención 
militar en tareas policiacas de 
naturaleza civil, estarán suje-
tas a límites que garanticen la 
vigencia de los Derechos  
Humanos y la existencia de 
mecanismos capaces de 
controlar excesos y encauzar 
la actuación de los militares 
en rutas que puedan contro-
lar violaciones generalizadas 
de tales derechos.

Como el presidente de la 
República decidió ejercer  
la facultad que le conferían la 
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Reforma Constitucional, vía 
los transitorios del decreto, 
hoy es mucho más relevante 
tener claros los criterios  
definidos por la Corte Intera-
mericana exigen que la inter-
vención militar sea: a) extraor-
dinaria; b) subordinada y 
complementaria; c) regulada 
y d) fiscalizada.

La redacción aprobada 
del referido artículo Quinto 
Transitorio de aquélla Refor-
ma Constitucional, cuyo pro-
ceso de negociación fue de 
alta visibilidad y trascenden-
cia política, otorgó al Presi-
dente de la República la fa-
cultad expresa de disponer 
de la Fuerza Armada perma-
nente durante los cinco años 
posteriores a la entrada en 
vigor del decreto respectivo, 
es decir, la reforma constitu-
cional otorgó por primera vez 
en la historia de México esa 
facultad de manera expresa 
al Presidente para poder ser 
utilizada hasta el 26 de marzo 
de 2024, prácticamente unos 
meses antes de concluir el 
periodo constitucional de esta 
administración.

La facultad referida fue 
otorgada al Presidente de  
la República con la condición 
de que, al utilizarse se cum-
plieran los principios emana-
dos de la Corte Interamerica-
na y que, por lo tanto, se  
realizara de manera extraor-
dinaria, regulada, fiscalizada, 
subordinada y complementa-
ria, amén de que su utiliza-
ción fuera incluida en el  

informe a que se refiere el  
artículo 76, fracción V, del ar-
tículo 76 de la propia Consti-
tución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

Frente al escenario abierto 
por el Decreto Presidencial 
del 11 de mayo del 2020, te-
nemos que recordar el inten-
so debate que se generó con 
motivo de la Ley de Seguri-
dad Interior y recordamos 
uno de los argumentos que 
llevaron a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para 
decretar la invalidez de dicha 
norma, a saber, el hecho de 
que la intervención del ejérci-
to en esas tareas sólo puede 
ser legal si se emplea en  
situaciones extraordinarias.

Ahora que el Presidente 
decidió ejercer la facultad y, 
sobre todo, observando la 
forma irresponsable en que 
se supone que cumple los 
principios internacionales en 
la materia, es evidente que la 
justificación dada en el texto 
del Quinto Transitorio en el 
sentido de que cinco años 
era el tiempo que se requiera 
para que la Guardia Nacional 
desarrollara su estructura, ca-
pacidades, e implantación te-
rritorial, la decisión del Cons-
tituyente Permanente es, hoy 
más que nunca, un grave 
error histórico-constitucional 
que dejará su huella por mu-
chos años en la seguridad 
pública en México pues signi-
fica, nada más y nada menos, 
que la constitucionalización 
del fracaso.

Con el Decreto de mayo 
de este año, se hace más evi-
dente la falta imputable al 
Congreso al no haber regla-
mentado la forma en que el 
Presidente podía hacer uso 
de la facultad referida. Esa 
falta generó un vacío que fue 
aprovechado por el Presiden-
te para emitir un acto admi-
nistrativo con una motivación 
muy débil en la que no se jus-
tifica, ni siquiera, la excepcio-
nalidad de la medida, que es 
la más elemental de las exi-
gencias para la intervención 
del Ejército en tareas de  
Seguridad Pública.

Ahora es el momento de 
analizar el cumplimiento del 
marco normativo derivado  
de la reforma constitucional 
por la que se crea la Guardia 
Nacional.

Es el momento de evaluar, 
de manera más precisa, la 
naturaleza, alcance y funcio-
nes de la decisión del Presi-
dente de la República para 
intentar imaginar el futuro de 
la Seguridad Pública y de la 
institución a la que le encar-
gamos esa tarea, para obser-
var sus posibles contradiccio-
nes con los principios que ri-
gen el despliegue del Ejército 
en tareas de seguridad.

Analizaremos las razones 
por las que el Gobierno Fede-
ral y el Congreso de la Unión, 
decide ejercer la facultad 
analizada y las posibilidades 
de que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación corrija 
los despropósitos derivados 
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del Acuerdo por el que se  
dispone de la Fuerza Armada 
permanente para llevar a 
cabo tareas de seguridad  
pública de manera extraordi-
naria, regulada, fiscalizada, 
subordinada y complementa-
ria emitido por el Presidente 
de México y publicado en el 
Diario Oficial de la Federa-
ción del 11 de mayo de este 
año.

El acuerdo presidencial 
nos deja claro porqué los alia-
dos del Presidente en el Con-
greso dejaron abierta la puer-
ta para que en cinco años se 
pudiera ordenar la interven-
ción, en tareas de seguridad, 
de las fuerzas armadas per-
manentes, entendiendo por 
ellas, aquéllos militares o  
marinos que no se hubieran 
incorporado a la Guardia  
Nacional,

Se confirma la idea de que 
en México no contemos con 
el diseño institucional sólido 
para construir paz pública 
permanente y efectiva, lo cual 

puede explicar la apuesta del 
Gobierno Federal por instru-
mentar la ruta de escape que 
significa la aplicación del 
Quinto Transitorio de la Refor-
ma Constitucional de marzo 
de 2019.

Justificación
La Seguridad Pública es uno 
de los problemas más graves 
que vivimos en México; la po-
blación lo percibe, en muchos 
lugares del país, como un 
problema agudo y que se sa-
lió del control del Gobierno.

Los índices de violencia y 
de incidencia delictiva crecen 
de forma alarmante. El Go-
bierno de la República reco-
noce que en esa materia los 
resultados no llegan y mu-
chas entidades federativas 
sufren diariamente actos vio-
lentos que cuestan la vida a 
miles de mexicanos.

Se entiende por incidencia 
delictiva la presunta ocurren-
cia de delitos registrados  
en averiguaciones previas  

iniciadas o en carpetas de  
investigación, reportadas por 
las Procuradurías de Justicia 
y fiscalías generales de las 
entidades federativas en el 
caso del fuero común y por la 
fiscalía general de la República 
en el fuero federal.

Para medir la incidencia 
delictiva, el Secretariado Eje-
cutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública, elabo-
ró e implementó una nueva 
metodología para el registro y 
clasificación de los delitos, y 
de las víctimas, en coordina-
ción con las áreas rectoras y 
técnicas especializadas, tan-
to del gobierno como de la 
sociedad civil.

La metodología que se  
diseñó es la que reporta las 
estadísticas oficiales desde el 
mes de enero de 2018 y  
genera sus reportes cada 
mes.

El Reporte de Incidencia 
Delictiva del Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública, 

Así, la función estatal que analizamos tiene como bienes tutelados,  
según la descripción del artículo 2º de la Ley General, en primer lugar,  

la integridad y los derechos de las personas. Sin duda la integridad de las 
personas incluye el valor central de la vida. Los derechos de las personas  

que deben ser protegidos por la función estatal de seguridad pública
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con corte a noviembre del 2020, registra un acumulado de 1’687,683 delitos a nivel nacional  
con altos índices delictivos en el Estado de México (312,481), la Ciudad de México (181,622), 
Jalisco (116,072) y Guanajuato (112,436).

La metodología del Secretariado reporta que en los delitos del fuero común se cuantifican:  
(a noviembre del 2020)

Delito Total
1. Contra la vida y la integridad personal 217,666
1.1. Homicidios 39,609
1.1.1 Dolosos 26,530
1.1.2 Culposos 13,079
1.2. Lesiones 167,139
1.2.1 Dolosas 132,746
1.2.2 Culposas 34,393
1.3 Feminicidios 860
1.4 Aborto 585
1.5 Otros delitos 9,473
2. Contra la libertad personal 18,306
2.1 Secuestro 763
2.2 Tráfico de menores 18
2.3 Rapto 115
2.4 Otros delitos 17,410
3. Contra la Libertad y la Seguridad Sexual 50,111
4. Contra el Patrimonio 795,973
4.1 Robo 555,653
4.2 Fraude 66,169
4.3 Abuso de confianza 22,595
4.4 Extorsión 7,379
4.5 Daño a la propiedad 105,854
4.6 Despojo 26,147
4.7. Otros delitos 12,176
5. Contra la familia 234,189
5.1 Violencia familiar 202,640
5.2 Violencia de género distinta a la
violencia familiar

3,661

5.3 Incumplimiento de obligaciones de
asistencia familiar

16,147

5.4 Otros delitos 11,741
6. Contra la sociedad 10,175
7. Contra otros bienes jurídicos 361,263

En cuanto al Fuero Federal, el Índice reporta, con corte a Noviembre del 2020, un total  
de 35,692 delitos.1

Estos datos, desde luego, tendrán el valor que puedan generar en el supuesto de que las 
observaciones más recientes al mecanismo de registro de los delitos, queden superadas y los 

1 Información disponible en la página del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública que puede consultarse en https://drive.
google.com/file/d/1DFwTv-mRWYh8TINP5S79EDVaAlZzdjdX/view
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datos puedan ser calificados 
como confiables y útiles para 
la toma de decisiones.2 

Sin embargo, siendo estos 
los datos disponibles, lo que 
podemos afirmar es que los 
problemas de seguridad  
pública se están viendo  
agravados en lugar de irse  
resolviendo.

Por ejemplo, según la  
Encuesta Nacional de Victimi-
zación y Percepción Sobre 
Seguridad Pública (ENVIPE) 
cada vez más mexicanos per-
cibe su entidad como insegu-
ra, pasando de 72.3% en 
2013 a 79.4% en 2018.3 La 
misma encuesta refleja un  
incremento en la percepción 
de que los problemas de se-
guridad pública son los más 
delicados y preocupantes 
para las personas ya que este 
fenómeno ocupa el primer lu-
gar entre las preocupaciones 
sociales y un crecimiento de 
61.1% a 64.5% entre abril de 
2017 a abril de 2018, amén 
de que ese instrumento cal-
cula que 24.9 millones de 
personas fueron víctimas del 
delitos en 2018.

Lo anterior, justifica  
plenamente a nuestro enten-
der, el esfuerzo que realiza-
mos para analizar minuciosa 

2 Fallas de Origen 2019, Índice de confiabilidad 
de la Estadística Criminal. México Evalúa, Cen-
tro de Análisis de Políticas Públicas. México 
2019. Consultable en https://www.mexico-
evalua.org/2019/07/02/fallas-origen-indice-
confiabilidad-la- estadistica-criminal-icec/	
3 Encuesta Nacional de Victimización y Percep-
ción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) 2018. 
Principales Resultados.https://www.inegi.org.
mx/contenidos/programas/envipe/2018/doc/
envipe2018_presentacion_nacional.pdf

y detenidamente el nuevo 
marco jurídico de las institu-
ciones de seguridad pública 
a efecto de evaluar los niveles 
de eficacia que pueden  
ofrecer a la ciudadanía.

Objetivos
Verificar el cumplimiento de 
los parámetros constituciona-
les con el Acuerdo del 11 de 
mayo del 2020 por el que se 
dispone de la Fuerza Armada 
Permanente para tareas de 
Seguridad Pública.

Evaluar las potenciales 
consecuencias de que el Pre-
sidente de la República haya 
ejercido la facultad que le 
otorgó el artículo Quinto Tran-
sitorio de la Reforma Constitu-
cional que crea la Guardia 
Nacional de marzo de 2019 y 
los riesgos jurídicos y políti-
cos que esa hecho acarrea 
para la Seguridad Pública en 
México.

Planteamiento  
y delimitación  
del problema
Conforme a lo establecido en 
el Cuarto Transitorio del  
Decreto de Reformas a la 
Constitución en materia de 
Guardia Nacional, el Congre-
so de la Unión debía realizar 
las reformas a la Ley General 
del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública consideran-
do que la regulación de la ac-
tividad policial tendría que 
basarse en la doctrina policial 
civil establecida en el artículo 
21 de la propia constitución,  

y establecer la regulación 
pertinente para el sistema  
nacional de información en 
materia de seguridad pública 
establecido en ese mismo pre-
cepto de la Guardia Nacional 
en tareas de competencia  
local; las normas relativas al 
funcionamiento operativo, ad-
ministrativo, de responsabili-
dades y sanciones, y de  
responsabilidad penal de los 
integrantes de la Guardia  
Nacional, considerando la po-
sibilidad de homologar estas 
normas con las que funcionan 
en los cuerpos de las fuerzas 
armadas permanentes.

Para la Ley Nacional sobre 
el Uso de la Fuerza, la refor-
ma constitucional fijó como 
mínimos los siguientes pará-
metros: la finalidad, alcance y 
definición del uso de la fuerza 
pública; los sujetos obligados 
por la ley y los derechos y 
obligaciones que se estable-
cen a su favor y cargo; la obli-
gación de que el uso de  
la fuerza quedara siempre  
sujeto a los principios de le-
galidad, necesidad, propor-
cionalidad, racionalidad y 
oportunidad; la previsión de 
establecer mecanismos de 
capacitación y adiestramien-
to en el uso de métodos, tácti-
cas y técnicas del uso de la 
fuerza; los niveles para el uso 
de la fuerza como herramien-
ta para hacer cumplir la ley; la 
distinción y regulación de las 
armas e instrumentos incapa-
citantes, no letales y letales; 
las reglas para la portación 
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de armas de fuego, las  
responsabilidades y sancio-
nes; las reglas de actuación 
del personal de los cuerpos 
de seguridad pública en rela-
ción a detenidos y en mani-
festaciones públicas; las re-
glas para la presentación, 
sistematización y archivo de 
los informes relacionados con 
el uso de armas de fuego en 
ejercicio de las funciones po-
liciales y la reglas de adies-
tramiento y profesionalización 
en el uso de la fuerza.

El decreto de Reforma  
Constitucional estableció que 
la Ley Nacional del Registro 
de Detenciones, regularía, 
como mínimo, lo relacionado 
las características del Regis-
tro y sus principios de inte-
gración, uso y conservación, 
que incluye, momento del re-
gistro, tratamiento de los da-
tos personales, criterios de 
clasificación de la informa-
ción; las personas autoriza-
das para acceder a las bases 
de datos, así como sus atribu-
ciones y responsabilidades y, 
por último, el protocolo de  
actuación en caso de riesgo 
del propio registro.

Ahora bien, por cuanto a la  
integración inmediata del 
nuevo cuerpo policiaco, el 
Decreto de Reforma constitu-
cional dispuso que a su entra-
da en vigor, la Guardia Nacio-
nal se integraría con los  
elementos de la Policía Fede-
ral, la Policía Militar y la  
Policía Naval que determina-
ría en acuerdos de carácter 

general el Presidente de la 
República.

Dicho decreto estableció 
también que el Ejecutivo Fe-
deral designaría al titular del 
órgano de mando superior de 
la Guardia Nacional y a los in-
tegrantes de la coordinación 
operativa interinstitucional 
formada por las Secretarías 
de Seguridad Pública, de  
Defensa Nacional y de Marina.

En este marco constitucio-
nal se hace necesario revisar 
el diseño final de la normativa 
emitida por el Congreso de la 
Unión, así como los decretos 
emitidos por el Ejecutivo Fe-
deral para contrastar el dise-
ño con los resultados que la 
Guardia Nacional ha obtenido 
hasta ahora y los que la so-
ciedad mexicana espera en 
el futuro inmediato.

Por último, como hemos 
señalado, el Quinto Transito-
rio de la Reforma Constitucio-
nal estableció la posibilidad 
de que el Presidente de la Re-
pública dispusiera de la Fuer-
za Armada Permanente para 
tareas de Seguridad Pública 
durante los cinco años si-
guientes a la aprobación de 
la reforma constitucional.

Sabemos que el texto del 
transitorio referido condicionó 
la forma en que el Presidente 
podía ejercer esa facultad al 
cumplimiento de los princi-
pios de derecho internacional 
que se han desarrollado  
sobre esa materia.

Sin embargo, el 11 de 
mayo del 2020, el Diario  

Oficial de la Federación  
Publicó un Acuerdo presiden-
cial mediante el que se ejerce 
esa facultad, sin respetar, si-
quiera en las formas, el cum-
plimiento de los principios 
que autorizan de manera ex-
cepcional a usar a las fuerzas 
armadas en las tareas que 
corresponden a los policías 
civiles.

La decisión del Presidente 
ha sido cuestionada en su 
constitucionalidad, de forma 
tal que ha sido objeto de una 
controversia que deberá re-
solver la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.

Así, trataremos de resolver 
el problema que significa la 
franca inconstitucionalidad 
del acuerdo presidencial y las 
consecuencias que esa ac-
ción del Presidente López 
Obrador puede tener en el fu-
turo de las instituciones civi-
les de seguridad pública en 
México.

Marco teórico  
y conceptual
Para determinar el marco  
teórico y conceptual en el que 
se desenvolverá este estudio, 
es necesario, tratar de preci-
sar con claridad el concepto 
de seguridad pública en el 
sistema jurídico mexicano.4 

El artículo 21 de la  
Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos 
define la seguridad pública 

4 Zarazúa Martínez, Ángel. ¿La naturaleza  
jurídica de la seguridad pública corresponde a 
la de un servicio público? El caso de México.
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como una función del Estado 
a cargo de la Federación, los 
Estados y los Municipios,  
cuyos fines son salvaguardar 
la vida, las libertades, la inte-
gridad, y el patrimonio de las 
personas, así́ como contribuir 
a la generación y preserva-
ción del orden público y la 
paz social, de conformidad 
con lo previsto en esta Consti-
tución y las leyes en la  
materia.

Además de la definición 
funcional y de la de fines que 
se contiene en el artículo 21 
constitucional, esa norma uti-
liza el criterio de las acciones 
o responsabilidades para de-
finir la seguridad pública al 
señalar que comprende la 
prevención, investigación y 
persecución de los delitos, 
así́ como la sanción de las in-
fracciones administrativas, en 
los términos de la ley, en las 
respectivas competencias 
que la misma Constitución  
señala.

Luego, el artículo 21  
constitucional establece los 
principios que rigen las ta-
reas propias de la función  

estatal de seguridad pública 
y consistentes en los de lega-
lidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez  
y respeto a los derechos  
humanos.

Por último, el Artículo 21 
constitucional dispone que 
las instituciones de seguridad 
pública, incluyendo a la  
Guardia Nacional, serán de 
carácter civil.

Por su parte, el artículo 
115, fracción III, inciso h) de 
la Constitución General de la 
República dispone que los 
Municipios tendrán a su car-
go las funciones y servicios 
que se detallan y que inclu-
yen la seguridad pública, en 
los términos del artículo 21 de 
la propia constitución.

Conforme a lo anterior, la 
seguridad pública a nivel fe-
deración y entidades federati-
vas es clasificada como una 
función estatal. Mientras que 
por lo que se refiere a los Mu-
nicipios, la seguridad pública 
parece catalogarse como una 
mezcla de función estatal y 
servicio prestado por ese  
nivel de gobierno.

Para describir qué debemos 
entender por función estatal 
debemos acudir a las expli-
caciones de los especialistas 
en Teoría del Estado que 
aclaran esta noción afirman-
do que el Estado, indepen-
dientemente de su régimen o 
su forma de gobierno, tiene 
que realizar funciones. En su 
vida, en la vida del Estado, 
tiene que haber determina-
das manifestaciones de acti-
vidad imprescindibles, que 
no pueden faltar, pues si  
desaparecen, si faltan, se 
destruye la vida misma del 
Estado, pues a través de esas 
funciones, por medio de esa 
actividad, es como el organis-
mo político puede llegar  
a realizar los fines que lo  
originan y justifican.5 

En este sentido, la función 
estatal de seguridad pública 
implica la necesaria acción 
del Estado para alcanzar el 
fin que se persigue que, como 
vimos, es la salvaguarda  
de la vida, la integridad, los 

5 http://ual.dyndns.org//Teoria_General_Estado 
/Pdf/Unidad_15.pdf

En el caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, la Corte estableció  
que la intervención de fuerzas armadas en actividades de seguridad pública  

debe atender a criterios de estricta proporcionalidad, excepcionalidad  
y debida diligencia en la salvaguarda de las garantías convencionales,  
dado que el régimen propio de las fuerzas militares no se concilia con  

las funciones propias de las autoridades civiles
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bienes y las libertades de las 
personas mediante la preven-
ción, investigación y persecu-
ción de los delitos a través de 
la coordinación y colabora-
ción de todos los órdenes de 
gobierno.

Desde el punto de vista de 
su estructura normativa, la se-
guridad pública, en tanto que 
función estatal, debe atender 
a la protección de ciertos bie-
nes o valores jurídicamente 
tutelados. Tal función deberá 
generar en los gobernados la 
seguridad de que el Estado 
protegerá dichos valores de 
ataques injustificados y/o  
violentos o que, de llegar a 
suceder, el propio Estado 
perseguirá a los responsa-
bles hasta imponer las san-
ciones correspondientes y  
alcanzar la reparación del 
daño causado.

Por ello, el artículo 2º de la 
Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública 
establece que la función esta-
tal de seguridad pública tiene 
como fin salvaguardar la  
integridad y derechos de las 
personas, preservar sus liber-
tades y el orden y la paz  
públicos.

Así, la función estatal que 
analizamos tiene como bie-
nes tutelados, según la des-
cripción del artículo 2º de la 
Ley General, en primer lugar, 
la integridad y los derechos 
de las personas. Sin duda la 
integridad de las personas in-
cluye el valor central de la 
vida. Los derechos de las 

personas que deben ser  
protegidos por la función es-
tatal de seguridad pública. 
Por su parte, el catálogo de 
derechos que deben ser sal-
vaguardados por la función 
estatal de seguridad pública, 
además de la integridad, es 
amplísimo y sólo puede cono-
cerse si revisamos uno a uno 
los bienes tutelados mediante 
los tipos penales que nues-
tros aparatos legislativos han 
determinado para cada ámbi-
to de aplicación de la ley. 
Pero, evidentemente, en ese 
catálogo ocupan un lugar 
preponderante la protección 
de la libertad personal y la de 
los bienes patrimoniales.

Hasta este punto del  
artículo 2º de la Ley General 
del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública observamos 
que se defienden los dere-
chos y valores de las perso-
nas en el plano individual. Sin 
embargo, el texto analizado 
incluye como fines de la fun-
ción estatal de seguridad, la 
preservación del orden y la 
paz públicos.

Estos son valores colectivos 
que le interesan a toda la so-
ciedad. Sin ellos, el Estado 
pierde toda su eficacia y la 
comunidad vive en un estado 
de anarquía, desorden y caos 
en el que ningún bien jurídico 
individual puede sentirse pro-
tegido y, por el contrario, to-
dos los aspectos de la vida 
humana están en peligro 
constante. Sin orden y paz 
públicos, el Estado pierde  

vigencia y los derechos,  
libertades y bienes de las 
personas carecen de protec-
ción y garantía de investiga-
ción, debemos entender  
cuáles son las actividades  
estatales de prevención del 
delito en especial y en general.

Consideramos que las  
tareas preventivas deben 
constituir la parte central de 
las estrategias y políticas de 
seguridad pública. A través 
de la prevención el Estado 
puede estar en condiciones 
de atacar las causas del deli-
to e impedir que este sea ma-
terialmente realizado. En un 
segundo nivel, las activida-
des de prevención del delito 
a cargo del Estado se dirigen 
específicamente para vigilar  
y contener a la delincuencia.

La función de prevención y 
vigilancia que ubicamos en 
un segundo plano, después 
de las tareas que intentan 
combatir las causas de la in-
seguridad, recaen en los ór-
ganos de seguridad, es decir, 
en principio, en los cuerpos 
policiacos de cada orden de 
gobierno. Esas tareas, para 
ser efectivas, deben contar 
con el apoyo de la sociedad 
que se expresa en la confian-
za para denunciar delitos y en 
la intensidad que adopte la 
participación ciudadana  
en los temas previstos en el 
Título Octavo de la Ley  
General.

La sanción de las infrac-
ciones administrativas como 
acciones mediante las que se 
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expresa la función estatal de 
seguridad pública implica, tal 
como lo detalla el artículo 21 
constitucional, la aplicación 
de sanciones por infraccio-
nes a reglamentos gubernati-
vos y de policía y que están 
limitadas a multas y arrestos 
hasta por treinta y seis horas 
o trabajo a favor de la comu-
nidad. Esta actividad estatal 
es fundamental para sostener 
el orden en los ámbitos muni-
cipales y se fundamenta en 
las facultades de los munici-
pios previstas en el artículo 
115, fracción II, segundo pá-
rrafo de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos 
Mexicanos.

Otra de las tareas que 
identifican la función estatal 
de seguridad pública es la in-
vestigación y persecución de 
los delitos que, conforme a lo 
establecido en los primeros 
párrafos del artículo 21 Cons-
titucional es una labor que 
compete al Ministerio Público 
y a las policías de investiga-
ción que actúen bajo su  
mando.

esta tarea está en juego 
uno de los temas que más 
conflicto presentan en la so-
ciedad mexicana, nos referi-
mos al tema de la impunidad. 
En México, no solo es altísimo 
el número de delitos que no 
se investigan y persiguen por 
falta de denuncia. Es, o por lo 
menos percibimos que es, al-
tísimo el número de delitos 
que no se persiguen por com-
placencia de las autoridades 

que prefieren no cumplir con 
sus responsabilidades para 
proteger a determinados  
actores sociales o políticos.

La cifra negra del delito, es 
decir, ese porcentaje mayor 
al 90% de delitos no 
denunciados,6 se incrementa 
por la inacción de la autori-
dad ministerial cuando  
debe perseguir oficiosamente 
determinados delitos.

Así, el artículo 102 de la 
Constitución General de la 
República establece las fa-
cultades que corresponden a 
la Fiscalía General de la repú-
blica en su carácter de Minis-
terio Público de la Federación 
ejercer la acción penal y per-
seguir en los Tribunales a los 
responsables de los delitos 
del orden federal.

La última de las actividades 
que forman la función estatal 
de seguridad pública en tér-
minos del artículo 2º de la Ley 
es la reinserción social que 
parte de la premisa de que  
la sanción penal persigue la 
finalidad de readaptar al  
delincuente para que pueda 
reinsertarse a la sociedad.

El segundo párrafo del  
artículo 18 de la Constitución 
Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos aclara las ba-
ses que deben organizar el 
sistema penitenciario para lo-
grar que las penas impuestas 
logren el objetivo final de  

6 Encuesta nacional de Victimización y  
Percepción sobre Seguridad Pública (EN-
VIPE) 2018. https://www.inegi.org.mx/conteni-
dos/programas/envipe/2018/doc/envipe2018 
_presentacion_nacional.pdf

reinserción que persigue el 
sistema.

Por último, para comprender 
integralmente el sistema  
debemos señalar que está 
basado en la idea central de 
colaboración y coordinación 
de todos los órdenes de go-
bierno pues, como claramen-
te se dispone en el artículo 21 
constitucional que hemos 
analizado, la seguridad públi-
ca es una función estatal y un 
servicio público que se presta 
entre las autoridades de la 
Federación, de las entidades 
federativas y de los munici-
pios en un esquema de con-
currencias y de colaboración 
permanente e intensa.

Este es el marco teórico  
jurídico en el que desarrolla-
remos nuestros siguientes 
análisis, considerando que 
de las tareas que comprende 
la función estatal de seguri-
dad pública, a las institucio-
nes policiales, en especial a 
la Guardia Nacional le corres-
ponden funciones propias de 
la prevención y de la investi-
gación y persecución de los 
delitos.

Ahora bien, según la  
reforma constitucional de 
marzo de 2019, las institucio-
nes de seguridad pública, in-
cluyendo a la Guardia Nacio-
nal, serán de carácter civil, 
según lo dispuesto en el  
artículo 21 constitucional.

Sin embargo, conforme al 
Artículo Quinto de los Transi-
torios del Decreto publicado 
en el Diario Oficial de la  
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Federación del 26 de marzo 
del 2019, durante los cinco 
años siguientes de la entrada 
en vigor del referido decreto, 
y en tanto que la Guardia Na-
cional desarrolla su estructu-
ra, capacidades e implemen-
tación territorial, el PRESI-
DENTE DE LA REPÚBLICA 
PODRÁ DISPONER de la 
Fuerza Armada Permanente 
en tareas de seguridad públi-
ca de manera EXTRAORDI-
NARIA, REGULADA, FISCA-
LIZADA, SUBORDINADA  
Y COMPLEMENTARIA.

Tenemos que destacar los 
requisitos que la Constitución 
le impuso al Presidente para 
poder hacer uso de la Fuerza 
Armada Permanente.

Los requisitos constitucio-
nales deben ser leídos a la luz 
del Sistema Interamericano 
de los Derechos Humanos 
que tiene su origen, una vez 
finalizada la Segunda Guerra 
Mundial, en los esfuerzos de 
protección internacional de 
los derechos de las personas 
los Estados parte persiguen 
el objetivo de lograr un orden 

de paz y de justicia para los 
habitantes de los miembros.

El sistema se consolida 
con la creación, en 1959, de 
la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos 
(CIDH), órgano autónomo de 
la OEA, encargado de la  
promoción y protección de 
los Derechos Humanos y  
con la instalación, en 1979 de 
la Corte Interamericana de  
los Derechos Humanos  
(CorteIDH).

El convenio marco sobre el 
que descansa el sistema es la 
Convención Americana sobre 
Derechos Humanos suscrita 
en San José, Costa Rica,  
en 1969.

En el marco del sistema se 
han desarrollado y suscrito 
diversos tratados internacio-
nales para la protección de 
los Derechos Humanos, entre 
los que nos interesan los  
vinculados con el tema de la 
actuación de las autoridades 
en materia de seguridad  
pública.

En ese contxto se insertan 
la Convención Interamericana 

para Prevenir y Sancionar la 
Tortura; la Convención Intera-
mericana para Prevenir,  
Sancionar y Erradicar la  
Violencia contra la Mujer; la 
Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada 
de Personas que son parte de 
los instrumentos internaciona-
les sobre los que pueden in-
tervenir la Comisión y la Corte 
Interamericanas.

La participación de las 
Fuerzas Armadas Mexicanas 
en tareas de Seguridad  
Pública ha sido materia de in-
tervención de los órganos 
americanos de Derechos Hu-
manos y ha dado lugar a re-
soluciones e informes que 
destacan la gravedad de que 
la seguridad pública sea ope-
rada institucionalmente por 
elementos del ejército, artícu-
lo Quinto de los Transitorios 
del Decreto por el que se creó 
la Guardia Nacional a nivel 
constitucional.

Hipótesis
El acuerdo publicado en el 
Diario Oficial de la Federación 

Por su parte, Alejandro Hope Pinson externaba contundentemente  
que el dictamen de Guardia Nacional presentaba claros y graves problemas  

de convencionalidad; en el mismo sentido, Ernesto López Portillo, Secretario 
Técnico del Foro Mexicano para la Seguridad Democrática de la Universidad 

Iberoamericana sostenía que los criterios y sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos evidenciaban los problemas de 
convencionalidad de la propuesta del dictamen de Guardia Nacional



40

PAPELES DE INVESTIGACIÓN

el 11 de mayo del 2020  
mediante el que el Presidente 
de la República dispone de 
las Fuerzas Armadas Perma-
nentes para tareas de seguri-
dad pública es inconstitucio-
nal porque no se cumplen los 
requisitos previstos en el Artí-
culo quinto de los Transitorios 
de la Reforma Constitucional 
del 26 de marzo de 2019.

No sólo no se cumplen los 
requisitos constitucionales 
que coinciden con los esta-
blecidos por el Sistema Inte-
ramericano de Derechos Hu-
manos, sino que tampoco se 
cumple la premisa de que la 
facultad en cuestión se ejer-
cería mientras se consolidaba 
la Guardia Nacional pues, 
sostenemos, el Presidente es-
taba obligado a explicitar 
cuáles de los rubros que justi-
ficaron la apertura de ese 
compás de espera para la 
Guardia Nacional, era el que 
se intentaba suplir o compen-
sar con la intervención de las 
Fuerzas Armadas.

Así, nuestras hipótesis de 
trabajo intentarán demostrar 
la doble vertiente de inconsti-
tucionalidad del acuerdo pre-
sidencial y la necesidad de 
que la Suprema Corte de Jus-
ticia corrija el despropósito 
presidencial.

Investigación
En el proceso de aprobación 
de la Reforma Constitucional, 
la minuta aprobada por los 
Diputados finalmente eliminó 
el artículo Quinto de los  

transitorios del proyecto de 
dictamen de la Comisión de 
Puntos Constitucionales. Ese 
transitorio era clave para el 
Gobierno de la República 
pues servía para generar un 
marco constitucional en virtud 
del cual las fuerzas armadas 
pudieran intervenir en tareas 
de seguridad pública sin ma-
yores controles por lo menos 
durante cinco años.

Por ello, la reacción del 
Presidente de la República 
frente a la minuta fue de  
desaprobación. Según se  
recogió en las fuentes perio-
dísticos, la reacción del Presi-
dente de la República fue  
lamentar la eliminación de 
 los transitorios que permitían 
la participación de las Fuer-
zas Armadas en tareas de se-
guridad. Para el presidente, 
lo aprobado por los Diputa-
dos era simplemente una  
reedición de la creación de  
la Policía Federal bajo la  
denominación de Guardia 
Nacional.7 

Desde diversas institucio-
nes de Derechos Humanos y 
colectivos de la sociedad civil 
se levantaron fuertes críticas 
al proyecto de la creación de 
la Guardia Nacional. Por 
ejemplo, para JAN JARAB, 
Representante en México de 
la Alta Comisionada de las 
Naciones Unidas para los De-
rechos Humanos, sostuvo 

7 No estoy satisfecho con	 proyecto de 
Guardia Nacional: López Obrador en https://
www.excelsior.com.mx/nacional/no-estoy-
satisfecho-con-proyecto-de-guardia-nacional-
lopez- obrador/1290858

que la Guardia Nacional  
propuesta por el gobierno de 
la República consolidaría el 
paradigma militar en materia 
de seguridad y reduciría los 
incentivos para la profesiona-
lización de las corporaciones 
civiles además de inhibir la 
capacidad de fortalecimiento 
de las autoridades locales.8

Por otra parte, la participa-
ción en el debate de gober-
nadores de las entidades  
federativas dejó claro que el 
proyecto del Gobierno Fede-
ral no era suficientemente cla-
ro en materia de las faculta-
des y competencias de las 
autoridades de las propias 
entidades y de los munici-
pios, lo que invariablemente 
produciría debilidades institu-
cionales que, lejos de mejorar 
las condiciones de seguri-
dad, acabarían por generar 
mayores espacios por los 
cuales se violarían los  
derechos y libertades de los 
ciudadanos.9 

En las audiencias públicas 
en la Cámara de Diputados, 
en el desahogo de la Mesa 
denominada Federalismo  
y Guardia Nacional, el  

8 JARAB, Jan. Oficio Nº OACNUDH/
REP262/2018 dirigido al Diputado Porfirio Mu-
ñoz Ledo, Presidente de la Mesa Directiva de 
la Cámara de Diputados y fechado el 21 de 
noviembre de 2018.
9  Audiencias Públicas. Relatoría. Mesa 1.  
Seguridad Ciudadana en los Estados. Modera-
dor: Mario Delgado Carrillo. Invitados: Rafael 
Alejandro Moreno Cárdenas, Gobernador de 
Campeche; Héctor Antonio Astudillo Flores, 
Gobernador de Guerrero; José Ignacio Peralta 
Sánchez, Gobernador de Colima; Francisco 
Domínguez Servién, Gobernador de Queré-
taro; Silvano Aureoles Conejo, Gobernador  
de Michoacán y Alejandro Tello Cristerna, 
Gobernador de Zacatecas
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Gobernador de Chihuahua, 
Javier Corral, insistió en que 
dejar el control de la Guardia 
Nacional en manos de cuer-
pos militares implicaba, en 
los hechos, la decisión de ins-
titucionalizar la militarización 
de la seguridad pública lo 
que, siendo entendible desde 
el punto de vista de la urgen-
cia y la emergencia, era una 
decisión equivocada para el 
diseño garantista del Estado 
Democrático Constitucional 
Mexicano.

Por su parte, el Gobernador 
de Jalisco, Enrique Alfaro in-
sistió en que era necesario 
reconocer que la participa-
ción de las Fuerzas Armadas 
en tareas de seguridad signi-
ficaba la respuesta a una si-
tuación de emergencia y que, 
como tal, debía tratarse de 
una situación temporal y con-
trolada por lo que considera-
ba un error institucionalizar la 
militarización de la seguridad 
pública.10 

En las audiencias públicas 
se escuchó la voz del Presi-
dente de la Comisión Nacio-
nal de Derechos Humanos, 
Luís Raúl González Pérez, 
quien sostuvo que el diseño 
propuesto para la Guardia 
Nacional resultaba violatorio 
de diversos compromisos en 
materia de Derechos Huma-
nos suscritos por el Estado 
mexicano, ya que, en su opi-
nión, la garantía de protección 

10  Las intervenciones de Javier Corral  
y Enrique Alfaro están recogidas en la Relatoría 
de las Audiencias Públicas celebradas en la 
Cámara de Diputados.

de los Derechos Humanos en 
seguridad pública no puede 
depositarse en organismos 
con mandos militares sino 
que debe quedar bajo man-
dos estrictamente civiles. El 
presidente de la Comisión 
Nacional de Derechos Huma-
nos propuso que antes de 
emitir la regulación constitu-
cional de la Guardia Nacio-
nal, el Estado mexicano soli-
citara una opinión consultiva 
de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos con lo 
que anunciaba la posibilidad 
de que cualquier decisión 
adoptada por el Constituyen-
te Permanente, eventualmen-
te sería revisada por las  
instancias internacionales de 
Derechos Humanos.

En el mismo sentido Jan 
Jarab, Representante en Mé-
xico de la Alta Comisionada 
de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos recor-
daba que las sentencias de la 
Corte Interamericana de De-
rechos Humanos son vincu-
lantes para el Estado mexica-
no y que el Dictamen pro-
puesto por la Comisión de 
Puntos Constitucionales de la 
Cámara de Diputados violen-
taba los criterios de la Corte 
Interamericana en materia de 
intervención de las Fuerzas 
Armadas en tareas de  
seguridad pública.

Desde su punto de vista, 
los elementos más problemá-
ticos del dictamen pasaban 
por la indefinición de la natu-
raleza civil del mando de la 

Guardia Nacional y por la  
carencia de mecanismos  
de rendición de cuentas. Jan 
Jarab era enfático al afirmar 
que el diseño de la Guardia 
Nacional debía respetar los 
compromisos internacionales 
adoptados por el Estado 
mexicano en materia de  
intervención de las Fuerzas 
Armadas en tareas de  
seguridad.

Pedro Salazar Ugarte,  
Director del Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas de la 
Universidad Nacional Autóno-
ma de México sostenía, de 
manera similar al Represen-
tante de la ONU para Dere-
chos Humanos en México, 
que el diseño propuesto para 
la Guardia Nacional implica-
ba la militarización de la  
seguridad pública a nivel 
constitucional y que ello po-
dría implicar una violación de 
México a los compromisos 
que se derivan de su perte-
nencia al Sistema Interameri-
cano de los Derechos  
Humanos.

María Elena Morera Mitre, 
representante de la organiza-
ción civil Causa en Común, 
sostuvo que el diseño pro-
puesto por el Dictamen de  
la Comisión de Puntos Consti-
tucionales de la cámara  
de Diputados era contrario  
a los criterios de la Corte 
 Interamericana de los Dere-
chos Humanos sobre la utili-
zación de las Fuerzas Arma-
das en tareas de seguridad 
pública.
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Alejandro Madrazo Lajus, 
investigador del Centro de 
Investigación y Docencia 
Económica (CIDE), explicó 
las condiciones para que 
la Guardia Nacional cum-
pliera los criterios de la 
Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha de-
sarrollado para considerar 
acorde al Sistema Intera-
mericano la intervención 
de las fuerzas Armadas en 
tareas de seguridad públi-
ca señalando que el texto 
constitucional debía acla-
rar que la Guardia Nacio-
nal es un cuerpo civil; esta-
blecer un régimen transito-
rio y excepcional para el 
uso de las fuerzas arma-
das (no civiles) en las ta-
reas de seguridad pública 
y establecer mecanismos 
para fortalecer a las  
policías civiles.

Por su parte, Alejandro Hope 
Pinson externaba contunden-
temente que el dictamen de 
Guardia Nacional presentaba 
claros y graves problemas  

de convencionalidad; en el 
mismo sentido, Ernesto  
López Portillo, Secretario Téc-
nico del Foro Mexicano para 
la Seguridad Democrática de 
la Universidad Iberoamerica-
na sostenía que los criterios y 
sentencias de la Corte Intera-
mericana de Derechos Hu-
manos evidenciaban los pro-
blemas de convencionalidad 
de la propuesta del dictamen 
de Guardia Nacional. Carlos 
Bravo Regidor, Profesor Aso-
ciado y Coordinador de In-
vestigación en el Programa 
de Periodismo del Centro de 
Investigación y Docencia 
Económica (CIDE) sostuvo, 
en términos similares, que el 
dictamen no sólo contradecía 
los criterios de la Corte Intera-
mericana, sino que la Supre-
ma Corte de Justicia de la Na-
ción ya se había pronunciado 
sobre la inconstitucionalidad 
de la actuación permanente 
de las Fuerzas Armadas en 
tareas de seguridad pública.11 

11 Las intervenciones de Luís Raúl González 
Pérez, Jan Jarab, Pedro Salazar Ugarte, María 
Elena Morera Mitre, Alejandro Madrazo Lajus, 

LAS IMPLICACIONES  
INTERNACIONALES  
DEL ACUERDO  
PRESIDENCIAL.
En la sentencia de la Corte  
Interamericana de Derechos 
Humanos del 28 de noviem-
bre de 2018 dictada en el 
caso Alvarado Espinoza y 
otros vs México, la Corte  
sostuvo que para analizar el 
contexto de las violaciones 
reclamadas tomaría en consi-
deración las pruebas supervi-
nientes consistentes en la Ley 
de Seguridad Interior y la re-
solución de inconstitucionali-
dad de ese cuerpo normativo 
dictado por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación.12

Por otra parte sostuvo que 
las pruebas consistentes en 
el Plan Nacional de Paz y  
Seguridad 2018 – 2024 y la 
iniciativa de reforma constitu-
cional presentada por el  
Grupo Parlamentario de  

Alejandro Hope Pinson, Ernesto López Portillo 
y Carlos Bravo Regidor están recogidas en la 
Relatoría de las Audiencias Públicas celebradas 
en la Cámara de Diputados.	
12 http://www.corteidh.or.cr/casos/articulos/ 
seriec_370_esp.pdf párrafo 49.	

Analizando el contexto de las violaciones reclamadas, la Corte recordó  
que tras su visita a México en 2013, el Relator Especial sobre las Ejecuciones 
Extrajudiciales, Sumarias o Arbitrarias de la ONU, expresó su preocupación  

por la persistencia de “niveles alarmantes de violencia” así como el uso excesivo 
de la fuerza y una falta de rendición de cuentas en México tras el despliegue  

del Ejército en 2007 para enfrentar a los cárteles del narcotráfico
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MORENA en la Cámara de  
Diputados para crear la Guar-
dia Nacional del 20 de no-
viembre de 2018, no podían 
ser consideradas como parte 
del contexto de las violacio-
nes reclamadas pues se tra-
taba de simples propuestas 
no asumidas por órganos del 
Estado y sin efectos jurídicos 
de momento. (párrafo 49)

En dicha sentencia, la  
Corte Interamericana de De-
rechos Humanos observa 
que desde 2010 el Comité de 
Derechos Humanos de la 
ONU manifestó́ su preocupa-
ción por el creciente número 
de denuncias de violaciones 
de derechos humanos a ma-
nos de elementos castrenses 
en los lugares en que se en-
contraban desplegados para 
garantizar el orden público, y 
recomendó́ que las tareas re-
lacionadas con la seguridad 
pública y las investigaciones 
de denuncias de violaciones 
a los derechos humanos fue-
sen de competencia exclusi-
va de las autoridades civiles. 
(párrafo 59)13 

13 Datos tomados de la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos dictada 
en el caso Alvarado Espinoza vs. México. La 
Corte sustenta estos datos en los siguientes 
informes: 1) ONU. Comité́ de Derechos Hu-
manos, Examen de los Informes Periódicos 
Presentados por los Estados Partes de con-
formidad con el Artículo 40 de Pacto, CCPR/
CMEX/CO/5, 7 de abril de 2010, párr. 11. 2) 
ONU. Informe del Relator Especial sobre las 
ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbi-
trarias, Christof Heyns, visita a México, 28 de 
abril de 2014, supra, párr. 21; 3) GTDFI, Se-
guimiento a las recomendaciones del GTDFI 
en su informe relativo a su visita a México del 
18 al 31 de marzo de 2011, 11 de septiem-
bre de 2015, A/HRC/30/38/Add.4, párr. 25; 4) 
Declaración del Alto Comisionado de la ONU 
para los Derechos Humanos, Zeid Ra’ad Al 

Analizando el contexto de 
las violaciones reclamadas, la 
Corte recordó que tras su  
visita a México en 2013, el 
Relator Especial sobre las 
Ejecuciones Extrajudiciales, 
Sumarias o Arbitrarias de la 
ONU, expresó su preocupa-
ción por la persistencia de 
“niveles alarmantes de violen-
cia” así como el uso excesivo 
de la fuerza y una falta de ren-
dición de cuentas en México 
tras el despliegue del Ejército 
en 2007 para enfrentar a los 
cárteles del narcotráfico. En 
este sentido, ciudades de los 
Estados de Chihuahua y Gue-
rrero habrían sido clasifica-
das como las más peligrosas 
del mundo. El Relator Espe-
cial señaló́ que de diciembre 
de 2006 a noviembre de 2012 
se cometieron 102,696 homi-
cidios intencionales, de los 
cuales cerca de 70,000 se 
encontraban relacionados 
con el tráfico de drogas, en 
un escenario de “impunidad 
sistémica y endémica” De 
acuerdo con el Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, 
hacia el año 2015 esta cifra 
se habría incrementado a 
151,233 personas asesinadas. 
(párrafo 60)14 

Hussein, con motivo de su visita a México, 7 de  
octubre de 2015, supra, 4) ONU. Informe cierre 
de misión del Relator Especial de las Naciones 
Unidas sobre la situación de los defensores de 
los derechos humanos, Michel Forst, Visita a 
México, 24 de enero de 2017, pág. 4.
14 La sentencia de la Corte Interamericana toma 
los datos de ONU. Informe del Relator Especial 
sobre las ejecuciones extrajudiciales, Misión a 
México, supra, 28 de abril de 2014, párrs. 8, 
11, 13 y 15 y Declaración del Alto Comisionado 

Del mismo modo, la Corte 
resalta que tras su visita a 
México en el año 2011, el 
Grupo de Trabajo sobre Des-
apariciones Forzadas o Invo-
luntarias de la ONU [GTDFI] 
constató que la estrategia de 
militarización para el manteni-
miento del orden público llevó 
aparejado, entre los años 
2006 a 2010, el aumento pau-
latino en el número de quejas 
recibidas por la Comisión  
Nacional de los Derechos Hu-
manos [CNDH] relacionadas 
con la Secretaría de la Defen-
sa Nacional [SEDENA], en 
particular por detenciones ar-
bitrarias, tortura, tratos crue-
les inhumanos y degradantes, 
ejecuciones extrajudiciales y 
desapariciones forzadas. En 
este sentido, de acuerdo con 
los informes anuales de acti-
vidades de la CNDH, entre 
2007 y 2017 fueron registra-
das 10,930 quejas contra la 
SEDENA, así́ como 2,881 
contra la Secretaría de Marina 
[SEMAR]. De igual forma, du-
rante dicho período la CNDH 
emitió́ 121 recomendaciones 
dirigidas a la SEDENA y 37 a 
la SEMAR al constatarse vio-
laciones de derechos huma-
nos atribuibles a miembros 
de las Fuerzas Armadas.  
(párrafo 61)15 

de la ONU para los Derechos Humanos, Visita 
a México, 7 de octubre de 2015.
15  ONU. GTDFI, Observaciones preliminares, 
Misión a México, 31 de marzo de 2011, pág. 
5. CNDH, Informes Anuales de Actividades: 
2007, pág. 47; 2008, pág. 36; 2009, pág. 28; 
2010, pág. 52; 2011, pág. 11; 2012, Tomo I, 
pág. 11; 2013, Tomo I, pág. 16; 2014, Tomo 
I, pág. 41; 2015, Resumen Ejecutivo, pág. 17; 
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En el análisis de la  
responsabilidad estatal en el 
caso de la desaparición  
juzgada en el caso Alvarado 
Espinoza y otros vs. México, 
la Corte retoma los criterios 
interpretativos que están ínti-
mamente vinculados con las 
decisiones impulsadas por el 
Gobierno Federal de México 
y por las mayorías de MORE-
NA en las cámaras de  
Diputados y Senadores.

La Corte recuerda que en 
diversas ocasiones ha soste-
nido que la intervención de 
las Fuerzas Armadas nacio-
nales en casos de alteración 
del orden público los Estados 
que forman parte del Sistema 
Interamericano están obliga-
das a limitar al máximo esa 
intervención y garantizar que 
la misma responsa a criterios 
estrictos de excepcionalidad. 
(párrafo 179)16 

En el caso Cabrera García 
y Montiel Flores Vs. México, la 
Corte estableció que la inter-
vención de fuerzas armadas 
en actividades de seguridad 

2016, Resumen Ejecutivo, pág. 23; y 2017, 
pág. 32. Disponibles en: http://www.cndh.org.
mx/Informes_Anuales_Actividades. CNDH. 
Informes Anuales de Actividades: 2007, pág. 
741; 2008, pág. 337; 2009, pág. 339; 2010, 
pág. 371;2011, pág. 11; 2012, Tomo I, pág. 
11; 2013, Tomo I, pág. 16; 2014, Tomo I, pág. 
41; 2015, Resumen Ejecutivo, pág. 17; 2016, 
Resumen Ejecutivo, pág. 23; y 2017, pág. 32, 
supra. CNDH, Informe Especial sobre las Re-
comendaciones en Trámite dirigidas a las Au-
toridades Estatales, Federales y Municipales, 
junio de 2016, págs. 191 y 196. Disponible en 
http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/
Especiales/2016_IE_Recomendaciones.pdf.
16 Caso Montero Aranguren y otros (Retén  
de Catia) Vs. Venezuela. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 
150, párr. 78.

pública debe atender a  
criterios de estricta propor-
cionalidad, excepcionalidad 
y debida diligencia en la  
salvaguarda de las garan-
tías convencionales, dado 
que el régimen propio de  
las fuerzas militares no se 
concilia con las funciones 
propias de las autoridades 
civiles; asimismo, indicó que 
puede implicar la introduc-
ción de un riesgo para los 
derechos humanos y recordó́ 
lo señalado por los Relatores 
Especiales de la ONU sobre 
Tortura, sobre Ejecuciones 
Extrajudiciales y sobre Inde-
pendencia de Jueces y Abo-
gados, en el sentido de que 
“las funciones de investiga-
ción de la policía judicial [o 
ministerial] deberían estar a 
cargo de un entidad civil”. 
(párrafo 180)17 

Así, la Corte reitera que en 
materia de intervención de las 
Fuerzas Armadas en tareas 
de seguridad pública se de-
berán respetar los siguientes 
principios:

E.	 Deberá ser extraordi-
naria, de manera que  
toda intervención se  
encuentre justificada y  
resulte excepcional, tem-
poral y restringida a lo  

17 ONU: Informe conjunto del Relator Especial 
encargado de la cuestión de la tortura, Sr. 
Nigel S. Rodley, y del Relator Especial encar-
gado de la cuestión de las ejecuciones extraju-
diciales, sumarias o arbitrarias, Sr. Bacre Waly 
Ndiaye, presentado en cumplimiento de las 
resoluciones 1994/37 y 1994/82 de la Comis-
ión de Derechos Humanos, E/CN.4/1995/111, 
16 de enero de 1995, párr. 117.a y 120.

estrictamente necesario en 
las circunstancias del 
caso;18 
F.	 Deberá ser subordina-
da y complementaria a las 
labores de las corporacio-
nes civiles, sin que sus la-
bores puedan extenderse 
a las facultades propias de 
las instituciones de procu-
ración de justicia o policía 
judicial o ministerial;19 
G.	 Deberá ser regulada 
mediante mecanismos le-
gales y protocolos sobre el 
uso de la fuerza, bajo los 
principios de excepcionali-
dad, proporcionalidad y 
absoluta necesidad y de 
acuerdo con la respectiva 
capacitación en la 
materia;20  y
H.	 Deberá ser fiscalizada 
por órganos civiles com-
petentes, independientes 
y técnicamente capaces.21

Frente a la imposibilidad de 
contar con los votos necesarios 
en la Cámara de Senadores,  

18 Caso Montero Aranguren y otros (Retén de 
Catia) Vs. Venezuela, supra, párr. 78, y Caso 
Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, 
supra, párr. 86.
19 Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. 
México, supra, párr. 86, y Caso Osorio Rivera 
y familiares Vs. Perú́. Supra, párr. 122.
20 Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República 
Dominicana. Fondo Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie  
C No. 251, párr. 80. ONU: Código de Con-
ducta para Funcionarios Encargados de 
Hacer Cumplir la Ley. Aprobado por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas en su  
Resolución 34/169, de 17 de diciembre de 
1979;
21  ONU Conjunto de principios actualizado 
para la protección y la promoción de los 
derechos humanos mediante la lucha contra 
la impunidad, E/CN.4/2005/102/Add.1, 8 de 
Febrero de 2005.
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en dónde MORENA no alcanza 
la mayoría calificada para  
reformar la Constitución, nos 
enfrentábamos a la disyuntiva 
de un rechazo legislativo a la 
principal estrategia policiaca 
del Gobierno Federal o una 
modificación de la propuesta 
legislativa para superar las 
previsibles objeciones consti-
tucionales y convencionales.

Recordemos que la minuta 
de la Cámara de Diputados 
eliminó el artículo Quinto 
Transitorio que originalmente 
se propuso en el Dictamen de 
la Comisión de Puntos Consti-
tucionales de esa Cámara en 
el que se otorgaba el mando 
y adscripción de la Guardia 
Nacional a la Secretaría de la 
Defensa Nacional por un  
periodo de cinco años.

Pues bien, en la minuta del 
Senado, se retoma el Quinto 
Transitorio pero ahora para 
establecer en la Constitución 
la potestad del Presidente de 
disponer de la Fuerza Arma-
da permanente para tareas 
de seguridad pública. Dicho 

precepto dispone que esa  
facultad presidencial deberá 
ejercerse de manera extraor-
dinaria, regulada, fiscalizada, 
subordinada y complementa-
ria, además de que el Ejecuti-
vo deberá informar de su  
utilización en los Informes 
previstos en el artículo 76, 
fracción IV de la Constitución.

En este contexto, el  
Presidente emitió un acuerdo 
en el que se lee lo siguiente:

ACUERDO

PRIMERO. Se ordena a la 
Fuerza Armada permanen-
te a participar de manera 
extraordinaria, regulada, 
fiscalizada subordinada y 
complementaria con la 
Guardia Nacional en las 
funciones de seguridad 
pública a cargo de ésta úl-
tima, durante el tiempo en 
que dicha institución poli-
cial desarrolla su estructu-
ra, capacidades e implan-
tación territorial, sin que 
dicha participación exceda 

de cinco años contados a 
partir de la entrada en vi-
gor del Decreto por el que 
se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposi-
ciones de la Constitución 
Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia 
de Guardia Nacional, pu-
blicado el 26 de marzo de 
2019, en el Diario Oficial 
de la Federación.

SEGUNDO. La Fuerza  
Armada permanente, en el 
apoyo en el desempeño 
de las tareas de seguridad 
pública a que se refiere el 
presente Acuerdo, realiza-
rá las funciones que se le 
asignen conforme a las 
atribuciones que prevén 
las fracciones I, II, IX,  
X, XIII, XIV, XV, XVI, XXV, 
XXVII, XXVIII y XXXIV del 
artículo 9 de la Ley de la 
Guardia Nacional.

TERCERO. En el apoyo en 
el desempeño de las  
tareas de seguridad  

En las audiencias públicas se escuchó la voz del Presidente de la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos, Luís Raúl González Pérez, quien sostuvo  
que el diseño propuesto para la Guardia Nacional resultaba violatorio de 

diversos compromisos en materia de Derechos Humanos suscritos por el Estado 
mexicano, ya que, en su opinión, la garantía de protección de los Derechos 

Humanos en seguridad pública no puede depositarse en organismos con mandos 
militares sino que debe quedar bajo mandos estrictamente civiles
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pública, la Fuerza Armada 
permanente se regirá en 
todo momento por la  
estricta observancia y res-
peto a los derechos huma-
nos, en términos del artícu-
lo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados  
Unidos Mexicanos y ob-
servará la Ley Nacional 
Sobre el Uso de la Fuerza 
y demás ordenamientos en 
la materia.

CUARTO. Se instruye al 
Secretario de Seguridad y 
Protección Ciudadana 
para coordinarse con los 
secretarios de la Defensa 
Nacional y de Marina para 
definir la forma en que las 
actividades de la Fuerza 
Armada permanente com-
plementarán la función de 
la Guardia Nacional.

QUINTO. Las tareas que 
realice la Fuerza Armada 
permanente en cumpli-
miento del presente instru-
mento, estarán bajo la  
supervisión y control del 
órgano interno de control 
de la dependencia que  
corresponda.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente 
Acuerdo entrará en vigor al 
día siguiente de su publi-
cación en el Diario Oficial 
de la Federación y conclui-
rá su vigencia el 27 de 
marzo de 2024.

SEGUNDO. Las  
erogaciones que se gene-
ren con motivo de la entra-
da en vigor del presente 
Acuerdo, deberán cubrirse 
con cargo al presupuesto 
aprobado a la dependen-
cia que reciba el apoyo, 
para el presente ejercicio 
fiscal y los subsecuentes.

Según el Presidente, el  
Acuerdo de mérito cumple 
con las previsiones constitu-
cionales pues en él se  
dispone que la intervención 
de las fuerzas armadas será 
extraordinaria, regulada,  
fiscalizada, subordinada y 
complementaria.

Además, se establece que 
la intervención no podrá  
exceder de cinco años por  
lo que el Presidente asume 
que cumple con el requisito 
temporal que le impone la 
Constitución.

Como puede observarse, 
el acuerdo presidencial se li-
mita a nombrar los requisitos 
constitucionales pero no moti-
va los razonamientos mínimos 
para que los gobernados po-
damos entender porqué se 
justifica la intervención de las 
fuerzas armadas durante cin-
co años y qué carencias de la 
Guardia Nacional vamos a 
ver compensadas con esa  
intervención.

La situación narrada dio  
lugar a diversas impugnacio-
nes ante la Justicia Federal  
en las que se reclamaba la in-
constitucionalidad del acuerdo.

Recientemente, “Mexicanos 
contra la Delincuencia” obtu-
vo del Juez Octavo de Distrito 
en Materia Administrativa de 
la Ciudad de México, la pro-
tección de la justicia al consi-
derar que el acuerdo del  
Presidente López Obrador es 
inconstitucional pues, como 
sostenemos en este ensayo, 
el Ejecutivo Federal no  
cumplió los requisitos consti-
tucionales para justificar la 
participación de las Fuerzas 
Armadas en tareas se  
seguridad pública.

De lo anterior, se desprende 
que ese juzgador federal  
consideró que no se justifica-
ron la circunstancia de  
que la intervención fuera  
extraordinaria, regulada, fis-
calizada, subordinada y  
complementaria.

En su sentencia, el Juez 
estimó que el acuerdo, ade-
más de ser violatorio de la 
Constitución, es contrario a 
diversos fallos de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 
y de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, en 
materia de protección de  
Derechos Humanos.

La sentencia analizada es 
relevante pues determina 
que, para que el Ejército  
pueda actuar en tiempos de 
paz en tareas de seguridad 
pública se requiere:

•	 Que el Presidente  
emita un acuerdo, de-
bidamente fundado y 
motivado, en el que se 
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dicte una autorización 
a las Fuerzas Armadas 
para intervenir en  
tareas de seguridad 
pública;

•	 Que ese acuerdo se 
motive en la existencia 
verificable de circuns-
tancias excepcionales;

•	 Que el acuerdo refleje 
con certeza jurídica y 
claridad que la actua-
ción autorizada es no 
permanente (por lo que 
deberá dejar clara su 
temporalidad y explici-
tar la fecha en que  
concluirá) amén de su 
territorialidad (es decir, 
deberá dejar claro el 
ámbito territorial en el 
que se desplegará, jus-
tificando con claridad 
porqué ese territorio 
requiere la intervención 
en cuestión).

En la sentencia referida se 
concluye que el acuerdo no 
justifica la excepcionalidad 
de la medida y, mucho me-
nos, las limitaciones tempora-
les y territoriales que exige la 
Constitución.

Tampoco se justifican las 
carencias de la Guardia Na-
cional que se compensarán 
con las medidas adoptadas 
pues, como se refiere en  
la sentencia, el acuerdo se  
limita a expresar que dicho 
organismo de seguridad se 
encuentra en fase de confor-
mación, pero no aclara si  
la carencia es por falta de  

elementos, de equipamiento, 
de capacitación, de recursos, 
de estrategia, o cualquier otra  
razón.

Así, en el proceso judicial 
que analizamos, quedó claro 
que el uso de las facultades 
derivadas del Quinto Transi-
torio del decreto de Reformas 
constitucionales por las que 
se crea la Guardia Nacional, 
no significan un cheque  
en blanco al Ejecutivo Federal 
para que disponga del Ejérci-
to para fines distintos a  
los que la Constitución le  
confiere.

También se negó al  
Presidente la posibilidad de 
que use de esta facultad de 
manera permanente durante 
el resto de su administración 
pues se deja claro que los 
cinco años a que se refiere el 
Quinto Transitorio, no signifi-
can un periodo en el que el 
Ejército pueda decidirse a ta-
reas de Seguridad Pública 
sino, simplemente, que du-
rante esos cinco años, el  
Ejecutivo deberá fundar y mo-
tivar la decisión de autorizar-
los a esas tareas en cada 
caso que decida hacerlo.

Es evidente que al concluir 
esos cinco años, si se pre-
sentan situaciones extraordi-
narias que justifiquen el uso 
de las Fuerzas Armadas para 
tareas de Seguridad Pública, 
independientemente de que 
el plazo haya vencido, quien 
entonces sea el Titular del 
Ejecutivo podrá acceder a 
esa facultad.

Además de lo anterior, el 
acuerdo presidencial no cum-
ple con el requisito de subor-
dinación pues prevé coordi-
nación entre las Secretarías 
de Seguridad y de Defensa y 
Marina lo cual significa que 
éstas últimas no quedan  
subordinadas a la autoridad 
civil.

Es una gran noticia la  
existencia de esta sentencia.

Sin embargo, dada la  
naturaleza del juicio en el que 
se emitió, es necesario que 
se resuelva la controversia 
constitucional interpuesta por 
la Diputada Laura Rojas para 
que la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación resuelva de 
manera definitiva este tema.

Conclusiones
•	 Es imperativo que la  

Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación se pro-
nuncie sobre la Constitu-
cionalidad del Acuerdo 
por el que se disponen de 
la Fuerza Armada Perma-
nente para tareas de Se-
guridad Pública emitido 
por el Presidente López 
Obrador para que México 
respete sus obligaciones 
internacionales y para evi-
tar, a toda costa, que se 
violenten los Derechos 
Humanos de la población 
y se vulnere le orden 
constitucional mexicano.

•	 El Decreto que contiene el 
Acuerdo del Presidente 
de la República viola el 
contenido del artículo 
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Quinto Transitorio de la  
reforma constitucional del 
26 de marzo de 2019 
pues:

•	 No se justifican las 
circunstancias que la 
hagan excepcional;

•	 No existen criterios 
que nos permitan 
comprender las ra-
zones de la tempora-
lidad de 5 años que 
prevé el acuerdo.

•	 No puede entenderse 
la lógica que permita 
comprender que las 
medidas son estric-
tamente necesarias 
y, por lo tanto, no 
puede evaluarse si 
son idóneas para re-
solver el problema 
de que se trata.

•	 El acuerdo del  
Presidente de la Re-
pública es una burla 
al Constituyente Per-
manente ya que vio-
lenta flagrantemente 
los principios fijados 
en el artículo  
Quinto Transitorio del  
Decreto de Reformas 

del 26 de marzo del 
2019.

•	 El artículo Quinto  
Transitorio de la Reforma 
Constitucional de marzo 
de 2019 significa una ex-
cepción en virtud de la 
cual el titular del Ejecutivo 
podrá ordenar la actua-
ción de las Fuerzas Arma-
das sin el control del Le-
gislativo y sin la revisión 
oficiosa de la Suprema 
Corte de Justicia de la Na-
ción que son los requisitos 
que exige el artículo 29 de 
la Carta Magna para la ac-
tuación del Ejecutivo en 
tales circunstancias.

•	 Para efectos de respetar 
los criterios internaciona-
les en materia de  
seguridad pública, el Po-
der Judicial de la Federa-
ción deberá aclarar la in-
terpretación debida al ar-
tículo Quinto Transitorio.

•	 La reforma constitucional 
y el transitorio analizado no 
significa un cheque en 
blanco para otorgar al Pre-
sidente la libertad para usar 
al Ejército y a la Marina en 

tareas de seguridad sin 
controles democráticos.

•	 El periodo de cinco años 
fijado en el transitorio ana-
lizado es intrascendente 
conforme a nuestro análi-
sis pues, ni durante su vi-
gencia se puede usar sin 
control esa facultad y, una 
vez vencido, quien sea Ti-
tular del Ejecutivo  
podrá justificar la necesi-
dad de la medida  
y ordenarla. 

Con información de: 
•	 Iniciativa que reforma 

diversas disposiciones 
de la Constitución  
Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 
suscrita por diputados 
integrantes del Grupo 
Parlamentario de  
Morena.

•	 Anuncio sobre la  
Operación Conjunta 
Michoacán. Puede 
consultarse en http://
calderon.presidencia.
gob.mx/2006/12/anun-
cio-operacion-conjun-
ta- michoacan

El Congreso de la Unión debía realizar las reformas a la Ley General  
del Sistema Nacional de Seguridad Pública considerando que la regulación  

de la actividad policial tendría que basarse en la doctrina policial civil 
establecida en el artículo 21 de la propia constitución, y establecer la  

regulación pertinente para el sistema nacional de información en materia  
de seguridad pública establecido en ese mismo precepto de la Guardia  

Nacional en tareas de competencia local
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•	 Sexto Informe de  
Gobierno del Presiden-
te Felipe de Jesús  
Calderón Hinojosa.

•	 Poiré Romero,  
Alejandro. Blog de la 
Presidencia. Los Ope-
rativos Conjuntos. Visi-
ble en http://calderon.
presidencia.gob.mx/
operativos-conjuntos/

•	 Plan Nacional de  
Desarrollo 2013 – 2018. 
México en Paz.  
Seguridad Pública.

•	 El Universal.  
Cienfuegos: No  
confundir seguridad in-
terior con seguridad 
pública. Artículo publi-
cado en la edición del 
5 de diciembre de 
2016.

•	 Análisis de Iniciativas 
para la Ley de Seguri-
dad Interior. México 
Evalúa. Centro de  
Análisis de Políticas 
Públicas. Documento 
elaborado por Jimena 
David.

•	 Diario Oficial de la  
Federación. Jueves 21 

de diciembre de 2017.
•	 Intervención del  

Presidente Enrique 
Peña Nieto durante la 
43ª sesión del Consejo 
Nacional de Seguridad 
Pública. Nota publica-
da por Animal Político 
el 21 de diciembre de 
2017.

•	 Suprema Corte de  
Justicia de la Nación. 
Noticia número 
149/2018 publicado el 
15 de noviembre de 
2018 en: http://www.in-
t e r n e t . g o b . m x 
/noticia

•	 Cuadro Analítico de 
Propuestas Legislati-
vas. Guardia Nacional. 
Dirección General de 
Análisis Legislativo. 
Instituto Belisario Do-
mínguez del Senado 
de la República. Texto 
de Carla Angélica  
Gómez Macfarland, 
Irma Kánter Coronel e 
Israel Palazuelos  
Covarrubias.

•	 No estoy satisfecho 
con proyecto de Guar-

dia Nacional: López 
Obrador en: https://
www.excelsior.com.
mx/no-estoy-satisfe-
cho-guardia-nacional-
lopez-obrador

•	 JARAB, Jan. Oficio Nº 
OACNUDH/REP262 
/2018 dirigido al Dipu-
tado Porfirio Muñoz 
Ledo, Presidente de la 
Mesa Directiva de la 
Cámara de Diputados 
y fechado el 21 de no-
viembre de 2018.

•	 Cámara de Diputados. 
Relatorías de las Au-
diencias Públicas en 
Parlamento Abierto. 
Guardia Nacional.

•	 Sentencia de la Corte 
Interamericana de De-
rechos Humanos dicta-
da en el caso Alvarado 
Espinoza vs. México.

•	 Minuta aprobada por la 
Cámara de Senadores 
que reforma la Consti-
tución Política de los 
Estados Unidos Mexi-
canos en materia de 
Guardia Nacional.

La finalidad, alcance y definición del uso de la fuerza pública;  
los sujetos obligados por la ley y los derechos y obligaciones que se  

establecen a su favor y cargo; la obligación de que el uso de la fuerza  
quedara siempre sujeto a los principios de legalidad, necesidad, 

proporcionalidad, racionalidad y oportunidad



50
* Agradecemos a la Fundación Rafael Preciado Hernández AC por permitirnos reproducir esta ficha analítica, la cual puede ser 
consultada en el sitio electrónico: https://frph.info/wp-content/uploads/2025/05/FA_100dias_Trump-1.pdf50



51

51



52

52



53

53



54

54



55

55



56

5656



57

57



58

58



59

ARCHIVO

La Constitución 
y los derechos humanos

Abel Vicencio Tovar

Introducción
La conciencia de la dignidad 
humana y, por lo tanto, del de-
recho de ser hombre, surge 
en general tardíamente en la 
historia, pero más tardía  
aún en la época en que ese 
sentimiento se convierte en 
instrucciones de derecho  
público capaz de garantizarlo. 

Así se intentará en esta  
reflexión analizar la naturaleza 
y capacidad de la constitu-
ción como garantía de los  
derechos humanos como 
convicción colectiva. Tam-
bién habrá que señalar el ca-
mino que falta por recorrer 
para lograr que todos los 

hombres puedan gozar de  
su derecho y cumplir su  
vocación de desarrollo en 
plenitud, personal y social. 

Antecedentes históricos 
El poder, que es la posibilidad 
de realizar la propia voluntad, 
inclusive obligado a otros, 
surgió como una tentación de 
dominio desde que los hom-
bres tuvieron necesidad de 
ejercer la autoridad, que bien 
entendida, es la potestad de 
dirigir al hombre y a su socie-
dad, para lograr la vigencia 
del Bien Común. 

Absolutistas fueron las  
monarquías de la antigüedad 

que escribieron la mayor  
parte de las páginas de la  
historia de las sociedades hu-
manas. Sólo el pensamiento 
lúcido de los filósofos grie-
gos, como Sócrates y Aristó-
teles y después los romanos, 
introdujeron una variante de 
libertades en el panorama  
represivo de la edad antigua. 
Sólo que esos derechos que 
empezaron a llamarse natura-
les, se detuvieron en el um-
bral de la categoría del ciuda-
dano. Para los demás hom-
bres, como para los esclavos, 
en el caso de Aristóteles, no 
había derecho que pudiera 
modificar su marginación 

* Archivo Histórico del Partido Acción Nacional de Abel Vicencio Tovar. Caja 20, folder valores, pp. 1-9.



60

RCHIVO

económica y social porque la 
diferenciación de los hom-
bres en la sociedad provenía 
de la naturaleza misma de  
estos. 

Cuando la Ciudad de 
Roma cae en el siglo V de la 
Era Cristiana, por el embate 
de los bárbaros, se inicia este 
periodo de mil años, oscuran-
tista para los superficiales y 
de Génesis del mundo mo-
derno para otros.

La aparición del cristianis-
mo, que desacralizó al Esta-
do para reducirlo a una insti-
tución temporal, relativa con 
su fin, se interpreta general-
mente como favorable a la  
expansión de la libertad.

Después de la anarquía 
que en todos los órdenes de 
la vida social produjo la caída 
del Imperio Romano, de su 
formidable sistema económi-
co, de su magnífico sistema 
jurídico y de su organización 
social y familiar que supervi-
vió en algunos aspectos, se 
inició un proceso de concen-
tración del poder que transitó 
entre el poder fraccionado de 
los feudos hasta el absolutis-
mo Monárquico en los Luises 
de Francia. 

Documentos iniciales
No deja de ser interesante, 
sin embargo, que, así como 
se fue concentrando y au-
mentando el poder de los  
gobernantes, pronto surgie-
ron los actos de defensa de 
los gobernados: Así, la “Carta 
Magna” inglesa, arrancada 

por los varones al Rey Juan 
sin Tierra, en 1215, logra  
establecer para aquellos, 
ciertas garantías procesales 
para ser enjuiciados como 
condición para ser  
condenados. 

En 1628, la “Petición de 
Derechos”, limita por su parte 
los abusos de autoridad en el 
campo de los impuestos. 

El “Habeas Corpus Act” de 
1679, impide la detención ile-
gal, estipulando que el motivo 
del arresto debe certificarse 
sin demora.

El Bill “Of Rights” británico, 
de 1689, renueva y amplía las 
franquicias definidas más 
arriba.

El filósofo inglés John  
Locke afirma que los hombres 
han recibido de Dios dere-
chos superiores a todas las 
leyes (derechos naturales) 
consistentes en la libertad, la 
igualdad y la propiedad. El 
Rey, “no pueda tocar la liber-
tad ni ningún otro derecho del 
pueblo, pues su poder no es 
absoluto, sino limitado por la 
soberanía del pueblo mani-
festada por sus representan-
tes o por diputados, reunidos 
en un Parlamento, Asamblea 
o Corte”.

Todos estos derechos  
son el objeto de diversas  
acciones de defensa de los 
ingleses durante la llamada 
“Gloriosa Revolución” del año 
mencionado.

Cartas similares a los  
documentos a que se hizo re-
ferencia, se expandieron en 

la España de la reconquista, 
en las regiones del Norte y 
del Este. Sus beneficiarios 
eran sobre todo los Burgos y 
las ciudades que en diversas 
formas defendieron los dere-
chos naturales y los derechos 
ciudadanos de sus comunas 
o Ayuntamientos frente al  
poder real absolutista. En 
Aragón y en Castilla hubo im-
portantes episodios en este 
sentido y el sentimiento liber-
tario de los españoles frente 
al rey, se hizo patente en el 
“Siglo de Oro” de la literatura 
española y novohispana en 
obras como Fuente Ovejuna 
de Lope de Vega y el Alcalde 
de Zalamea, de Tirso de  
Molina.

La escolástica y el estudio 
de los teólogos españoles so-
bre los derechos naturales, 
Victoria y Suárez, fortalecie-
ron la fase doctrinaria de los 
derechos humanos.

Los desórdenes causados 
en el principio del Renaci-
miento por las luchas religio-
sas, favorecieron grande-
mente el retorno a regímenes 
absolutistas.

Estos provocaron por su 
parte las declaraciones  
americanas y francesa de  
Derechos Civiles y Políticos, 
situados en las líneas de pen-
samiento de matiz diverso, 
aunque entrelazadas.

Por una parte, los  
americanos rechazan una  
dependencia total de sus fór-
mulas respecto a la filosofía 
europea de la ilustración.
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A través de los juristas  
ingleses que Jefferson enlaza 
todavía con los escolásticos. 
Además, en toda la tradición 
anglosajona todos los dere-
chos humanos están  
expresamente referidos a Dios.

Por otra parte, los  
principios contenidos en la 
declaración francesa de los 
derechos del hombre y del 
ciudadano, deben mucho a 
los enciclopedistas, cuyo an-
tropocentrismo es mucho 
más marcado.

Declaraciones modernas
Los grandes documentos  
modernos y contemporáneos 
que constituyen el hilo c 
onductor de la defensa insti-
tucional de los derechos hu-
manos son: La declaración 
de Acuerdo del Estado de Vir-
ginia, la declaración de los 
derechos del hombre y  
del ciudadano y de la decla-
ración universal de los  
derechos del hombre.

Declaración de derechos del 
Estado de Virginia de 1776.
Este documento considerado 
como el primero de carácter 

humanista y ecuménico, fue 
recogido en sus principios 
por la declaración de la Inde-
pendencia Americana del 
mismo año y su Constitución 
de 1991.

Establece en su sección I 
que todos los hombres son 
por su naturaleza igualmente 
libres y que tienen ciertos  
derechos cuando entran en 
estado de sociedad, espe-
cialmente el goce de la vida y 
la libertad, con los medios de 
adquirir y poseer la propie-
dad y perseguir y obtener la 
felicidad y la seguridad. Igual-
mente, que cuando un go-
bierno resulta inadecuado 
para producir el más alto gra-
do de felicidad y seguridad, 
la mayoría de la comunidad 
tiene el derecho indubitable, 
inalienable e indefectible  
de reformarlo, cambiarlo o 
abolirlo.

Declaración de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano 
1789
A los representantes de la 
burguesía del Estado llano  
les interesaba dejar sentadas 
las bases que les permitieran 

el libre desarrollo del  
capitalismo, liberal, los dere-
chos humanos y sus garan-
tías, ya habían logrado abolir 
los derechos y privilegios feu-
dales y faltaba solo precisar 
las características del nuevo 
régimen.

Fue el Marqués de La  
Fayette, patriota francés, que 
había luchado junto con 
Washington por la Indepen-
dencia de los Estados Uni-
dos. Quien propuso que se 
redactara una declaración de 
los derechos del hombre y de 
los ciudadanos, aprobándose 
los siguientes principios:

•	 Igualdad ante la justicia.
•	 Igualdad de todos ante 

la ley.
•	 Soberanía del pueblo. 
•	 Igualdad de impuestos. 
•	 Igualdad en la  

repartición de las  
herencias.

•	 Libertad de expresión 
y de prensa. 

•	 Libertad de trabajo. 
•	 Libertad de cultos. 
•	 Derechos de resistencia 

ante la oposición. 
•	 Soberanía Nacional.

La conciencia de la dignidad humana y, por lo tanto, del derecho  
de ser hombre, surge en general tardíamente en la historia, pero  
más tardía aún en la época en que ese sentimiento se convierte  

en instrucciones de derecho público capaz de garantizarlo
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El preámbulo de la declaración 
que abre la puerta del  
articulado dice:

“Los representantes del 
pueblo francés constituidos 
en Asamblea Nacional, consi-
derando que la ignorancia, el 
olvido o el menosprecio de 
los derechos del hombre  
son las únicas causas de los 
males públicos y de la co-
rrupción de los gobiernos, 
han resuelto exponer en una 
declaración solemne, los de-
rechos naturales, inalienables 
y sagrados del hombre, a fin 
de que esta declaración 
siempre presente para todos 
los miembros del cuerpo so-
cial le recuerde sin cesar sus 
derechos y sus deberes”.

Los principios de igualdad 
y libertad, que adicionados 
con los de la propiedad por el 
liberalismo inglés se habían 
expresado 100 años antes, se 
reiteraron también en la de-
claración francesa, adiciona-
dos por el concepto político 
de soberanía del pueblo y  
su consecuente derecho de 
resistencia ante la opresión.

Los documentos mencio-
nados han sido considerados 

como producto de un Estado 
liberal burgués y se han me-
nospreciado las libertades 
formales para predicar en su 
lugar valores como la igual-
dad económica. Esto afectó 
el prestigio del régimen de li-
bertades públicas y universa-
les para todos e introdujo 
cierta confusión.

Un ejemplo de lo dicho es 
la proclamación de los “Dere-
chos del Pueblo Trabajador y 
Explotado”, documento ela-
borado por Lenin en 1918 e 
incorporado a la Constitución 
Soviética del mismo año. Otro 
caso es el concepto de liber-
tad nacional proclamada por 
el fascismo, que sólo procu-
raba disimular la supresión 
de la libertad de los indivi-
duos, de los hombres particu-
lares y concretos, sujetos úni-
cos de verdaderas libertades 
y derechos.

Como se ha comentado, 
ocurrió que las cuatro gran-
des revoluciones de la Edad 
Moderna produjeron sendas 
declaraciones de derechos. 
Así, a la Revolución Inglesa 
de 1688, corresponde el “Bill” 
de derechos de 1689; la  

Revolución Americana de 
1776, expresa sus principios 
en las declaraciones de Virgi-
nia e independencia; la Revo-
lución Francesa cuenta con la 
declaración de los derechos 
del hombre y del ciudadano, 
y la Revolución Rusa de 1917 
con la declaración de los de-
rechos del pueblo trabajador 
y explotado.

En la contemporaneidad, 
el drama repetido de las dos 
Guerras Mundiales, el fracaso 
de la Liga de las Naciones y 
el acceso al poder de regíme-
nes totalitarios que provoca-
ron las masacres, dieron paso 
al gran documento de la De-
claración Universal de los de-
rechos del hombre que, a 
partir de 1948, sentó las ba-
ses de una declaración con 
validez y vigencia universa-
les, cuyos frutos están muy 
lejos de haberse agotado.

Declaración Universal de los 
Derechos del Hombre
Los documentos y la expresión 
de pensamientos que hasta 
ahora se han hecho, constitu-
yeron los antecedentes  
mediatos de la Declaración 

El poder, que es la posibilidad de realizar la propia voluntad, inclusive  
obligado a otros, surgió como una tentación de dominio desde que los 

hombres tuvieron necesidad de ejercer la autoridad, que bien entendida, 
es la potestad de dirigir al hombre y a su sociedad, para lograr  

la vigencia del Bien Común
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Universal de los Derechos del 
Hombre, promulgada por la 
Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, reunida en Pa-
rís, el 10 de diciembre de 
1948.

Sin duda, la opinión pública 
mundial no estaba todavía  
totalmente repuesta de la 
aventura nazi y sobre todo del 
horror de los descubrimientos 
hechos en los campos de 
concentración. Esto había sa-
cudido hasta tal punto a la 
opinión mundial, que las  
Naciones Unidas se vieron 
movidas a reconocer como 
uno de los fines principales 
de la organización: “Realizar 
la Cooperación Internacional 
resolviendo los problemas in-
ternacionales del orden eco-
nómico, social, intelectual o 
humanitario, desarrollando y 
fomentando el respeto a los 
derechos del hombre y las li-
bertades fundamentales para 
todos, sin distinción de raza, 
de sexo, de lengua o de reli-
gión”. (Artículo 1º. párrafo 3º 
de la Carta de San Francisco 
de 1945). 

Pero quedaba por precisar 
cuáles eran los derechos del 
hombre a los que apuntaba 
esta declaración de fe colecti-
va. Ahora bien, el día en que la 
Asamblea General puso ante 
los ojos de los seres humanos 
un mensaje destinado a des-
empeñar para el conjunto de la 
humanidad, el papel que ha-
bía desempeñado la Declara-
ción de los Derechos del Hom-
bre y del Ciudadano adoptada 
exactamente 150 años antes 
de esta misma ciudad.

Desde la Carta de San 
Francisco, y a partir del año 
de 1946, diversas declaracio-
nes y documentos similares a 
la Carta de las Naciones Uni-
das, sirvieron como antece-
dentes del documento al que 
nos referimos. La lucha por 
estos derechos es, sin duda, 
tan antigua como la humani-
dad. Si exceptuamos la tradi-
ción greco judea cristiana, 
resulta difícil encontrar otros 
textos expresos sobre este 
tema en la antigüedad, pero 
sí se nota que los ciudadanos 
que disfrutaban de ciertos 

derechos no representaban 
sino una parte de la pobla-
ción, la cual no comprendía 
por ejemplo a los esclavos, tal 
como se ha comentado.

Como antecedentes inme-
diatos, a partir de la Carta de 
las Naciones Unidas de 1944, 
movió a algunas otras confe-
rencias, como la Interamerica-
na reunida en Chapultepec en 
1945, a expresar algunas 
ideas: “La Declaración de las 
Naciones Unidas había sancio-
nado la necesidad de estable-
cer la protección internacional 
de los derechos fundamenta-
les del hombre, afirmando que 
es necesario enumerar estos 
derechos, así como los debe-
res correspondientes. Luego, 
en la Conferencia de San Fran-
cisco, se vio que la declaración 
internacional fue vista por algu-
nos Estados con frialdad,  
porque podía conducir a inter-
venciones extranjeras en sus 
asuntos internos, pero, a pesar 
de todo, se creó la Comisión 
de los Derechos del Hombre 
que trabajó directamente en 
promover la declaración. 

Absolutistas fueron las monarquías de la antigüedad que escribieron la mayor 
parte de las páginas de la historia de las sociedades humanas. Sólo el 

pensamiento lúcido de los filósofos griegos, como Sócrates y Aristóteles y después 
los romanos, introdujeron una variante de libertades en el panorama represivo 

de la edad antigua. Sólo que esos derechos que empezaron a llamarse naturales, 
se detuvieron en el umbral de la categoría del ciudadano
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La promoción y protección 
de los derechos humanos 
como nuevo principio de

política exterior

Tarcisio Navarrete Montes de Oca

La alternancia en la  
Presidencia de la República 
ocurrida a raíz de las eleccio-
nes del 2 de julio de 2000, 
luego de más de siete déca-
das de monopolio de un solo 
partido que ejerciera un  
poder autoritario sobre la  
nación, significó un cambio 
determinante en la historia 
política de México, caracteri-
zado por el arranque definiti-
vo hacia la consolidación  
democrática. 

El mandato de los  
mexicanos ha sido claro y 
contundente: avanzar en la 
transición y consolidación  
democrática, el arribo a un 

auténtico Estado de Derecho, 
el respeto, protección y pro-
moción de los derechos hu-
manos en todos los ámbitos y 
para todas las personas sin 
excepción alguna, en el inte-
rior y en el exterior, así como 
la coherente política interna 
que coincida con la política 
exterior. 

En este sentido, reciente-
mente presenté en el Pleno 
de la Comisión de Relaciones 
Exteriores de la Cámara de 
Diputados una iniciativa de 
reforma al Artículo 89, frac-
ción X, por la que se adicio-
narían a los principios de polí-
tica exterior los relativos a “la 

promoción y protección a los 
derechos humanos y de los 
valores democráticos”.

Dicha propuesta ha sido 
elaborada en consonancia 
con los tiempos que corren 
en el mundo y en nuestra na-
ción, caracterizados por un 
genuino, auténtico y vigoroso 
interés en el respeto, promo-
ción y defensa universal de 
los derechos humanos y de la 
democracia como valores 
fundamentales, cuya vigencia 
garantiza la convivencia  
pacífica y civilizada entre los 
hombres y las naciones. 

Esta iniciativa se inspira  
en la proyección de los  

Tarcisio Navarrete Montes de Oca, Relaciones internacionales: 60 años de vida del PAN. Partido Acción Nacional: México, 2001, pp. 219-223.



65

ARCHIVO

principios de doctrina del 
PAN realizada en 1965, la 
cual señala que la Nación 
mexicana es una realidad 
viva con peculiaridades pro-
pias que le permiten mante-
ner una convivencia justa y 
pacífica con todos los miem-
bros de la comunidad interna-
cional, sobre bases de igual-
dad jurídica y respeto común. 
Además, señala que la políti-
ca exterior de México debe 
servir a la causa de la demo-
cracia auténtica y de la paz 
verdadera, y ayudar a la or-
ganización y fortalecimiento 
de instituciones que hagan 
posible la paz y la justicia  
internacionales.

La democracia y los  
derechos humanos deben 
servir de base y fundamento 
para la política exterior de 
México. Así lo hemos venido 
sosteniendo en el Partido  
Acción Nacional.  

En el libro Relaciones  
internacionales: 60 años de 
vida del PAN, recordaba que 
el sistema interamericano ha 
dado un lugar destacadísimo 
a la promoción y defensa de 
los derechos humanos y de la 
democracia. Los grandes 
principios de estos temas es-
tán consagrados de forma 
clara en los artículos 3º y 16º 
de la Carta de la Organiza-
ción de Estados Americanos. 
En esta tesitura, la Carta de 
Bogotá de 1948, que da vida 
a la OEA, tiene como pilares 
la paz, el desarrollo, la demo-
cracia representativa y los 

derechos humanos. La  
vigencia de estos tres últimos 
conceptos es la condición 
previa para fincar una paz  
duradera fruto de la justicia.

En diversos instrumentos 
de la OEA se establece el  
vínculo que existe entre la  
violación a los derechos hu-
manos y la paz regional inter-
nacional. Con ello, el sistema 
interamericano no hace más 
que coincidir con la tenden-
cia histórica en este mismo 
sentido del sistema interna-
cional de Naciones Unidas y 
se ha logrado vencer cierto 
escepticismo inicial, dado 
que la defensa de la demo-
cracia representativa es tam-
bién una lucha inherente al 
desarrollo progresivo de las 
normas y la doctrina del  
sistema americano.

La iniciativa de reforma, de 
la que hablaba en un inicio, la 
presenté por vez primera a la 
Cámara de Diputados el 28 
de abril de 1995. En aquella 
ocasión manifesté que, “en sí 
mismos, la democracia y los 
derechos humanos son áreas 
estrechamente relaciona-
das”. De tal forma que, si se 
deteriora la democracia, los 
derechos humanos difícil-
mente serán respetados. En 
contraparte, sin la observa-
ción de los derechos huma-
nos no puede existir un  
sistema democrático”.

Para México, los principios 
de política exterior elevados a 
rango constitucional en la dé-
cada de los ochenta siguen 

siendo el baluarte que nuestro 
país proclama en este mundo 
abierto y regionalizado. No 
obstante, la evolución doctri-
nal y práctica que han alcan-
zado los derechos humanos y 
la democracia, se hace nece-
sario incorporarlos en un pri-
merísimo término, dada su 
relevancia como concepto 
constitucional y doctrinario, 
en el catálogo de principios 
de política exterior. De esta 
forma se exalta el principio 
original de que la soberanía 
reside en el pueblo y que es  
a la sociedad a la que más  
le interesa contar con gobier-
nos que respeten sus dere-
chos. La autodeterminación 
de los pueblos debe quedar 
acotada o limitada ante la 
nueva teoría universal de los 
derechos humanos, a saber, 
que estos son un asunto  
que no está reservado a la  
jurisdicción nacional de los 
Estados.

Afortunadamente, tales  
experiencias han sido supe-
radas y la humanidad ha  
sabido darse nuevas y mejo-
res formas de convivencia, de 
organización política, econó-
mica y social, fincadas en la 
igualdad intrínseca de todos 
los seres humanos, en el  
reconocimiento universal de 
la dignidad y derechos funda-
mentales de cada individuo,  
y en la conciencia, cada  
vez más generalizada, sobre 
el ejercicio de sus derechos 
inalienables e imprescripti-
bles para organizarse  
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políticamente sobre bases  
y principios democráticos.

Desde que se adoptó la 
Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, estos 
han ido adquiriendo carta de 
naturalidad en el mundo, in-
cluso en aquellas naciones 
que no la han ratificado. Su 
promoción y protección, en 
todo el orbe y por encima de 
las fronteras nacionales, se 
ha tornado en un valor indis-
cutible y en una preocupa-
ción universal que no se  
puede soslayar ni evitar bajo 
pretexto alguno.

En el derecho internacional 
actual, los derechos humanos 
son concebidos en su univer-
salidad, teniendo como funda-
mento común la dignidad de 
la persona. “Hay, desde nues-
tro personal punto de vista, un 
derecho a intervenir, entendi-
do como una obligación a in-
teresarse en la situación de 
necesidad, de injusticia o de 
opresión que vive otro pueblo. 

¿Cuál es el alcance que  
tiene?, ¿cuál es su contenido? 
Desde nuestro punto de vista, 
el derecho de injerencia, 
como se plantea correcta-
mente, significa una participa-
ción constructiva, generosa; 
es una ordenada presencia 
de las instituciones internacio-
nales, que tiene un carácter 
regulador y que aboga por los 
derechos de otros pueblos o 
de otro grupo humano”.

También se le puede dar 
un sentido equivocado o vio-
lento; por supuesto, que se 
puede manipular vilmente y 
propiciar una política hege-
mónica de un Estado que 
busca no ayudar, sino sacar 
provecho tomando ventaja 
del desorden y la perturba-
ción. Y esto sería más bien 
una interferencia que golpea 
como las ondas que irrumpen 
y afectan al sonido o a la luz.

Lo que planteamos aquí es 
más bien la necesidad de 
avanzar, sistematizar y regular 

lo que podría definirse como 
la “obligación internacional 
de asistencia”, más que el 
“derecho de injerencia”, para 
que de su original carácter 
humanitario pase a ser políti-
co y luego jurídico. Si no se 
asume esa nueva actitud, que 
a su vez es primeramente una 
obligación ética y moral, esta-
ríamos ante el “silencio cóm-
plice”, es decir, un “derecho 
a la indiferencia”.

Ha ido ganando terreno la 
idea de que la persona huma-
na es el objeto y el fin de la 
sociedad política y de que la 
comunidad internacional no 
es una mera suma de Esta-
dos para coordinar intereses 
contrapuestos o antagónicos, 
sino que es, o debería ser, un 
orden de paz y justicia, cuyo 
fin último es también el ser 
humano.

Como toda noción política, 
el concepto original de sobe-
ranía ha ido cambiando con 
el tiempo, la experiencia y la 

El mandato de los mexicanos ha sido claro y contundente: avanzar  
en la transición y consolidación democrática, el arribo a un auténtico  
Estado de Derecho, el respeto, protección y promoción de los derechos  
humanos en todos los ámbitos y para todas las personas sin excepción  
alguna, en el interior y en el exterior, así como la coherente política  

interna que coincida con la política exterior
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evolución de las sociedades 
políticas. En tal sentido, han 
sido justamente la política, el 
derecho y la jurisprudencia, 
los organismos y tratados  
internacionales los que gradual 
y puntualmente han ido  
acotando y limitando a la so-
beranía otrora absoluta. Los 
mismos Estados se han  
autoimpuesto límites al poder 
soberano que detentan, reco-
nociendo además que la per-
sona humana también es  
sujeto de derecho internacio-
nal, lo cual significa una gran 
revolución filosófica y política. 

En la actualidad, casi na-
die se opone al imperio de los 
Derechos Humanos en el ni-
vel mundial, por encima de 
las fronteras nacionales. Mu-
chas naciones y grupos de 
ellas han implantado y acep-
tado las llamadas cláusulas 
democráticas, entre ellas 
nuestro país.

Para que el Estado  
fortalezca su soberanía y  

autodeterminación, debe  
velar por la inviolabilidad de 
los derechos humanos, parte 
fundamental de la agenda 
mundial contemporánea, 
como un reclamo compartido 
en el derecho internacional 
que va desarrollando órganos 
con mayores y más amplias 
facultades.

La soberanía sólo puede 
mantenerse como concepto 
jurídico aceptable, si se usa 
en el sentido de libertad de 
acción de un país que vela 
por el interés, no del grupo 
gobernante, sino del de la na-
ción y de su pueblo. Pero 
además se habla de la sobe-
ranía de las personas, en 
consonancia con nuestra 
Constitución, que señala que 
aquella radica en el pueblo. 
Nadie puede justificar viola-
ciones a los derechos huma-
nos amparado en una errónea 
aplicación de la autodetermi-
nación o en la idea de una  
soberanía sin restricciones.

A nadie escapa que los 
procesos de transformación 
de nuestra democracia  
conllevan responsabilidades 
nacionales e internacionales. 
Asumirlos supone la necesi-
dad de encarar nuestras obli-
gaciones y adaptación al 
mundo en que vivimos. Ha 
madurado hoy en día el con-
cepto de “responsabilidad in-
ternacional”, gracias a la doc-
trina de las Naciones Unidas 
y de la Organización de los 
Estados Americanos. De esta 
forma, el tema de los dere-
chos humanos y la consolida-
ción del sistema democrático 
permea la mayor parte de  
los temas relevantes de la 
agenda internacional.

La iniciativa de reforma 
constitucional de la que ha-
blaba propone someter el 
ejercicio del poder soberano 
del Estado mexicano a la  
plena vigencia, respeto y pro-
tección de los derechos hu-
manos y a la promoción de la 

Esta iniciativa se inspira en la proyección de los principios de doctrina  
del PAN realizada en 1965, la cual señala que la Nación mexicana  

es una realidad viva con peculiaridades propias que le permiten mantener  
una convivencia justa y pacífica con todos los miembros de la comunidad 

internacional, sobre bases de igualdad jurídica y respeto común
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La Carta de Bogotá de 1948, que da vida a la OEA, tiene como pilares  
la paz, el desarrollo, la democracia representativa y los derechos humanos.  

La vigencia de estos tres últimos conceptos es la condición previa para  
fincar una paz duradera fruto de la justicia

democracia como principios 
rectores de su política exterior.

Creo interesante, a manera 
de ilustración, detallar algu-
nas disposiciones legislativas 
sobre la materia en algunos 
países de América Latina.

La Constitución de la  
República Federativa de  
Brasil señala en su artículo  
4° los principios que deben 
regular sus relaciones  
internacionales:

“Independencia nacional, 
protección de derechos hu-
manos, autodeterminación de 
los pueblos, no intervención, 
igualdad entre los Estados, 
defensa de la paz, solución 
pacífica de conflictos, repu-
dio al terrorismo y al racismo, 
cooperación entre los pue-
blos para el progreso de la 
humanidad, concesión al asi-
lo político”.

La Constitución Política de 
Guatemala establece en su 
artículo 149: 

“De las relaciones  
internacionales, Guatema-
la normará sus relaciones 
con otros Estados, de  
conformidad con los prin-
cipios, reglas y prácticas 
internacionales con el pro-
pósito de contribuir al man-
tenimiento de la paz  
y la libertad, al respeto y 
defensa de los derechos 
humanos, al fortalecimien-
to de los procesos demo-
cráticos e instituciones in-
ternacionales que garanti-
cen el beneficio mutuo  
y equitativo entre los  
Estados”.

Asimismo, la Constitución  
Política de Colombia conside-
ra que los tratados y conve-
nios internacionales que esta-
blecen derechos humanos 
son norma constitucional. En 
su artículo 93, establece:

“Los tratados y convenios 
internacionales ratificados 

por el Congreso, que  
reconocen derechos hu-
manos y que prohíben su 
limitación en los estados 
de excepción, prevalecen 
en el orden interno”.

La Constitución de la  
República de Paraguay  
determina en su artículo  
143 sobre las relaciones  
internacionales:

“La República de Paraguay, 
en sus relaciones interna-
cionales acepta el derecho 
internacional y se ajusta a 
los siguientes principios: la 
independencia nacional, la 
autodeterminación de los 
pueblos, la igualdad jurídi-
ca entre los Estados, la so-
lidaridad y la cooperación 
internacionales, la protec-
ción internacional de los 
derechos humanos, la libre 
navegación de los ríos  
internacionales, la no inter-
vención y la condena  
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contra toda forma de  
dictadura, colonialismo e 
imperialismo”.

La Constitución de Perú  
sostiene en su artículo 56 
que:

“los tratados deben ser 
aprobados por el Congre-
so antes de su ratificación 
por el Presidente de la Re-
pública, siempre que ver-
sen sobre las siguientes 
materias: derechos huma-
nos, soberanía, dominio  
o integridad del Estado, 
defensa nacional y obliga-
ciones financieras del  
Estado”.

Por lo anterior, esta reforma 
contribuirá en buena medida 
a fortalecer la imagen de 
nuestro ordenamiento jurídico 
en el exterior, pues además la 
realidad demuestra que inevi-
tablemente cada vez son más 

Se le puede dar un sentido equivocado o violento; por supuesto,  
que se puede manipular vilmente y propiciar una política hegemónica  

de un Estado que busca no ayudar, sino sacar provecho tomando ventaja  
del desorden y la perturbación. Y esto sería más bien una interferencia  
que golpea como las ondas que irrumpen y afectan al sonido o a la luz

fiscalizados y observados  
los gobiernos por la sociedad 
internacional, mediante orga-
nismos que los propios  
Estados han creado y recono-
cido. Adicionalmente, la Con-
ferencia Mundial de Viena 
creó en 1993 un Alto Comisio-
nado para los Derechos  
Humanos de las Naciones 
Unidas.

De aprobarse la iniciativa 
de reforma constitucional, la 
fracción X del artículo 89  
quedaría como sigue: 

Dirigir la política exterior y 
celebrar tratados interna-
cionales, sometiéndolos a 
la aprobación del Senado. 
En la conducción de tal 
política, el titular del Poder 
Ejecutivo observará los si-
guientes principios norma-
tivos: la autodeterminación 
de los pueblos; la no inter-
vención; la solución pacífi-
ca de controversias; la 

proscripción de la amenaza 
o el uso de la fuerza en las 
relaciones internacionales; 
la igualdad jurídica de los 
estados: la cooperación  
internacional para el desa-
rrollo; la lucha por la paz y 
la seguridad internaciona-
les; la promoción y protec-
ción de los derechos  
humanos y de los valores 
democráticos.

Esperamos que los distintos 
partidos políticos representa-
dos en el Congreso se sumen 
a esta iniciativa, ya que todos 
ellos representan, en su  
conjunto, la diversidad y  
pluralidad del sistema demo-
crático que hoy rige en  
México, las cuales se proyec-
tarán al exterior vigorizando y 
enriqueciendo nuestra pre-
sencia internacional como  
un miembro más de la comu-
nidad democrática de  
naciones. 
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Define el PAN los derechos 
de las mujeres

María Elena Álvarez de Vicencio

Hasta ahora, el pensamiento 
femenino casi no se ha incor-
porado en la conformación de 
los intereses generales de la 
Nación. La mujer tampoco  
ha contribuido significativa-
mente a la creación de las  
estructuras del país. Se ha 
desaprovechado la experien-
cia histórica de las mujeres, 
así como el aporte cotidiano 
de las reglas y los valores fe-
meninos que rigen la convi-
vencia social, al no incorpo-
rarlos en la vida pública. Tal 
vez esta ausencia y privación 
ha sido la causa de que la 
mujer en México sea actual-
mente la más pobre de los 
pobres y quien encuentra 

* Revista La Nación, año LV, no, 2002, 5 de septiembre de 1997, pp. 28-29.

más dificultades para su  
desarrollo.

Acción Nacional considera 
que ha llegado la hora de rec-
tificar esta realidad para que 
la mujer beneficie a México 
con la influencia, el peso y el 
poder que por número y ca-
pacidad puede y debe ejer-
cer, sin detrimento de que 
ella, a su vez, pueda cumplir 
en plenitud su vocación  
personal y social de ser  
femenino.

Por su conformación  
biológica, la mujer tiene una 
misión que la naturaleza le ha 
hecho exclusiva y que deter-
mina su presencia en la vida 
familiar en un contexto de 

afectos y valores, pero con 
mucha frecuencia se olvida 
que también debe de ser de 
derechos. Es por esto que 
todo lo que a la mujer se refie-
re en el momento actual, no 
puede considerarse exclusi-
vamente como un aspecto 
sectorial de la investigación 
sobre el futuro de la socie-
dad, sino que su estudio y 
planeación de estrategias de-
berán realizarse en los térmi-
nos esenciales de un proceso 
integral de cuyo resultado  
depende el destino mismo  
de la humanidad, ya que la 
transformación de los roles 
asignados a la mujer puede 
acelerar a la humanidad 
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como la afectó en su tiempo 
la revolución industrial.

Por otra parte, nadie duda 
ya en México que el país 
debe acelerar su proceso de 
desarrollo en todos los órde-
nes, pero Acción Nacional 
sostiene que el desarrollo, 
cuando asume exclusivamen-
te un significado técnico y 
económico, encierra en sí 
mismo un peligro: es decir, 
corre el riesgo de hacerse ne-
gativo, cerrado y alienante 
respecto a los valores espiri-
tuales y morales de la perso-
na. En nuestro mundo moder-
no, tan entusiasmado por las 
maravillosas conquistas de la 
ciencia, es necesario hacer 
un serio esfuerzo para dar la 
importancia justa al corazón 
del ser humano, es decir, a su 
espíritu, a lo que no es sólo lo 
material: la sociedad debe 
ayudar a desarrollar su capa-
cidad de amar, de participar, 
de dar, de recibir, ya que si 
esto falta el desarrollo mate-
rial podría conducir a una  
sociedad peligrosamente 
subdesarrollada en la vida 
del espíritu, y para esta tarea 
la mujer mexicana tiene un 

acervo invaluable que aportar, 
aunque hasta ahora sólo lo  
ha podido hacer en el ámbito 
familiar y es indispensable 
que lo proyecte ya en la vida 
pública. Al mismo tiempo,  
es necesario atender las ne-
cesidades de la familia, el 
ámbito más propicio para 
esta transmisión, que ahora 
se ve seriamente afectada 
por las transformaciones que 
está sufriendo a causa de la 
crisis económica y de los 
cambios sociales y culturales. 
Recordemos que ya casi un 
tercio de las familias mexica-
nas están encabezadas por 
mujeres solas.

En México, como en casi 
todo el mundo, el papel de la 
familia está cambiando acele-
radamente y ello nos obliga a 
replantear reglas y paradig-
mas. Acción Nacional coinci-
de con varios de los plantea-
mientos de las organizacio-
nes aquí presentes: no nos 
queda duda de que urge un 
marco jurídico que considere 
a la mujer en un plano de 
equidad con el varón en las 
relaciones sociales, políticas, 
de educación y de trabajo,  

y de que nuestro marco legal 
ya no da respuesta adecuada 
ante los cambios que la so-
ciedad está experimentando, 
como es el hecho de que la 
población económicamente 
activa ya casi se conforma 
igualitariamente por hombres 
y mujeres Esto ha llevado a 
nuestro Partido a proponer 
una iniciativa de reformas a la 
Ley Federal del Trabajo con el 
fin de que sus ordenamientos 
sean equitativos para hom-
bres y mujeres trabajadores, y 
no vuelvan nugatorios, en la 
práctica, derechos constitu-
cionales como el de “a igual 
trabajo, igual salario”, y que 
desechen la atentatoria prácti-
ca que sin ningún apoyo jurídi-
co se ha vuelto común: exigir 
el certificado de no embarazo 
para obtener un empleo, aun 
en las oficinas gubernamenta-
les. Nuestra iniciativa fue  
dictaminada en contra por la 
Comisión de la Cámara, ma-
yoritariamente priista. Nos pro-
ponemos volver a presentarla 
y para ello pediremos y anali-
zaremos las aportaciones  
que las organizaciones de 
mujeres preocupadas por  

La mujer tampoco ha contribuido significativamente a la creación  
de las estructuras del país.Se ha desaprovechado la experiencia 

histórica de las mujeres, así como el aporte cotidiano de las reglas 
y los valores femeninos que rigen la convivencia social, al no 

incorporarlos en la vida pública
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estos aspectos consideren 
convenientes.

Acción Nacional seguirá 
insistiendo, como lo ha hecho 
desde su fundación, en la 
creación de mecanismos de 
participación ciudadana 
como el plebiscito, el referén-
dum y la iniciativa popular. 
Mecanismos que ayudarán 
eficazmente a la participación 
activa y efectiva de las  
mujeres.

Los diputados de Acción 
Nacional dimos el voto apro-
batorio para la creación del 
Programa Nacional de la Mu-
jer y estaremos vigilantes 
para que contribuya a gene-
rar los instrumentos que per-
mitan que los objetivos del 
programa se cumplan, como 
el de garantizar que el gasto 
público incluya recursos eti-
quetados suficientes para ha-
cer efectiva una política es-
tructural que beneficie a las 
mujeres más necesitadas  
en todos los ámbitos del país, 
y muy especialmente en  
educación.

Acción Nacional trabajará 
para lograr que la mujer parti-
cipe en la reforma integral del 

Estado. No sólo con su voto 
libre, secreto, individual e in-
formado, sino que a través de 
mecanismos efectivos pue-
dan acceder en mayor núme-
ro a los puestos de represen-
tación popular y a todos los 
espacios de la vida nacional y 
de la toma de decisiones, y 
en tanto el condicionamiento 
cultural siga siendo obstácu-
lo, recurriremos al recurso de 
las acciones afirmativas si 
fuere necesario.

Como puede verse, el  
Partido Acción Nacional tiene 
propósitos que en mucho 
coinciden con los de sus or-
ganizaciones, y los legislado-
res y legisladoras panistas 
estamos comprometidos para 
impulsar las reformas legales 
necesarias.

Aun respecto al delicado 
tema del aborto, creemos que 
un diálogo sereno nos permi-
tirá compartir con todos los 
grupos los puntos de vista de 
nuestro partido, y tal vez ire-
mos descubriendo que, aun 
en este aspecto, es más lo 
que nos une que lo que nos 
separa. Porque finalmente, en 
un pueblo en que las fuerzas 

políticas y los grupos de la 
sociedad organizada tienen 
como objetivo común el bien 
de todos, independientemen-
te del camino o atajo que 
quieran seguir para el arribo, 
al final, si en verdad ese es el 
objetivo, todos llegaremos al 
mismo sitio. Lo importante 
será que todo lo que se em-
prenda sea eficaz y con-
gruente con nuestros princi-
pios para lograr esos objeti-
vos, y para que finalmente 
cada mujer pueda, como los 
varones, decidir su propio 
destino, de manera libre, ilus-
trada y responsable, para al-
canzar su desarrollo pleno y 
el de la sociedad a la que 
pertenece, y en esto creo que 
coinciden con Acción Nacio-
nal todos los partidos y las  
organizaciones que respon-
sablemente se preocupan y 
trabajan por alcanzarlo. Si 
hay coincidencia, como estoy 
segura, de que la hay en es-
tos fines, los legisladores de 
Acción Nacional no serán otra 
cosa que aliados de la causa 
de las mujeres con la que 
siempre el Partido ha estado 
comprometido. 

Acción Nacional considera que ha llegado la hora de rectificar esta  
realidad para que la mujer beneficie a México con la influencia,  

el peso y el poder que por número y capacidad puede y debe ejercer,  
sin detrimento de que ella, a su vez, pueda cumplir en plenitud  

su vocación personal y social de ser femenino
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Derechos humanos y democracia: 
pilares de la política exterior

Partido Acción Nacional

Introducción
El Partido Acción Nacional 
(PAN) ha elaborado sus tesis, 
doctrina y posturas en materia 
de política interior y exterior a 
partir de la necesaria conso-
nancia entre la cultura y la tra-
dición mexicanas y los valo-
res universales cuya preemi-
nencia es reconocida de ma-
nera generalizada, particular-
mente aquellos que privile-
gian el respeto y observancia 
de los derechos humanos así 
como la plena vigencia de la 
democracia, fundamentos 
esenciales para una convi-
vencia pacífica, civilizada y al 
amparo de las leyes entre los 

individuos y las sociedades 
que conforman la comunidad 
mundial.

En materia de política  
exterior, la doctrina de Acción 
Nacional constituye un esfuer-
zo coherente cuyo fin es gene-
rar condiciones óptimas para 
el desarrollo y consolidación 
de la democracia en nuestro 
país, que se proyecta con  
claridad en sus relaciones  
bilaterales con otras naciones 
y en su actuación en los  
organismos internacionales.

El Partido Acción Nacional 
preconiza que los derechos 
humanos son universales,  
independientemente de la  

nacionalidad de cada individuo, 
toda vez que provienen de 
una fuente más profunda que 
encuentra su fundamento en 
la naturaleza humana y en la 
dignidad esencial de las per-
sonas. Consecuentemente, la 
protección de esos derechos 
trasciende el ámbito nacional 
de los Estados.

Esta postura se sustenta 
en la tesis de que la democra-
cia y los derechos humanos 
se han convertido en un bino-
mio indisoluble. Por lo tanto, 
un Estado que vulnera siste-
máticamente los derechos 
humanos difícilmente puede 
considerarse democrático.

* Partido Acción Nacional. Derechos humanos y democracia: pilares de la política exterior. México: PAN, 2002, pp. 3-8.
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Nueva política exterior
Acorde con la transición y 
consolidación democráticas 
que vive el país, impulsadas 
de manera determinante por 
la alternancia acaecida en el 
Poder Ejecutivo, los valores 
democráticos y los derechos 
humanos han alcanzado ran-
go y prioridad fundamental  
en las agendas de política  
interior y exterior de México.

Desde 1965, el PAN  
pugnaba ya por el estableci-
miento de un orden interna-
cional justo y eficaz basado 
en la normalidad política  
interna de los Estados, es-
tructurado a su vez sobre la 
vigencia real de los derechos 
humanos y de la justicia  
social.

El PAN siempre ha aspirado 
a infundir en la política exte-
rior un sentido humanista y 
solidario, que la convierta en 
un instrumento eficaz al servi-
cio de la paz y la justicia me-
diante la aplicación del Dere-
cho Internacional. De ahí la 
importancia de la existencia 
de un orden internacional que 
supere tanto los nacionalis-
mos herméticos y hostiles 
como la indiferencia ante las 
violaciones de los derechos 
humanos en algunas  
naciones y comunidades.

En ese sentido, el PAN 
considera que la soberanía 
radica en el pueblo y provie-
ne de él. El poder soberano 
que este delega temporal-
mente en el jefe del Estado o 
del Gobierno no ha sido  

concebido ni instituido para el 
particular beneficio de los go-
bernantes y menos aún para 
que, valiéndose de tal potes-
tad, vulneren los derechos 
humanos del pueblo, origen y 
fin de la soberanía.

A medida que la comunidad 
internacional ha inscrito como 
temas prioritarios de su agen-
da la democratización de los 
pueblos y el respeto a los de-
rechos humanos, el concepto 
jurídico y político de sobera-
nía, como cualquier otra insti-
tución política, ha evoluciona-
do a la par de las transforma-
ciones sociales. Así, hemos 
podido percibir que los siste-
mas democráticos contempo-
ráneos han impuesto límites 
al ejercicio arbitrario y despó-
tico del poder soberano, en-
tre los que destaca, justa-
mente, la inviolabilidad de los 
derechos humanos.

Los principios de doctrina 
del partido establecen pun-
tualmente que no pueden 
condenarse las justas actua-
ciones de autoridades inter-
nacionales, imparciales, no 
unilaterales, competentes y 
previamente establecidas, en 
defensa de los derechos hu-
manos cuando así lo exija el 
bien común de un pueblo o 
de toda la humanidad.

La nueva realidad del  
sistema democrático que  
vive el país, que por vez pri-
mera en más de setenta años 
es considerado por la comu-
nidad democrática de nacio-
nes como uno más de sus 

miembros e interlocutor  
legítimo por propio derecho, 
le significa a México prestigio 
internacional y mayor peso 
específico en los equilibrios 
de poder mundial.

Por ello sostenemos en  
Acción Nacional que los  
principios de política exterior 
consagrados en la Constitu-
ción deben compaginarse  
y complementarse con los  
siguientes elementos.

Los compromisos interna-
cionales que México ha asu-
mido al adherirse a las cartas 
constitutivas de las Naciones 
Unidas y de la Organización 
de Estados Americanos, in-
cluyendo los acuerdos que 
de ellas se han derivado.

La creciente importancia 
de la defensa de los derechos 
humanos como bien jurídico 
que tutela la comunidad inter-
nacional en su conjunto, lo 
cual les ha conferido a aque-
llos un carácter universal.

La vinculación, cada vez 
más estrecha, entre acuerdos 
comerciales y derechos hu-
manos y democracia. Las lla-
madas “cláusulas democráti-
cas y de cooperación”, que 
implican a ambos, son hoy 
día moneda corriente.

Derecho internacional  
e interno
Desde que fue adoptada la 
Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, estos 
han adquirido carta de natura-
lización en el planeta entero: 
su contenido obliga a todos 
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los gobiernos en todas las  
latitudes. Como su nombre lo 
indica, son derechos univer-
sales cuyo respeto y protec-
ción no pueden soslayarse 
bajo pretexto alguno: ni la so-
beranía, ni la no intervención, 
ni la autodeterminación pue-
den justificar su violación y 
conferir impunidad a quienes 
violan estos principios de  
manera reiterada o sistemática.

La convivencia entre las 
naciones y los pueblos está 
regida por el derecho y la ju-
risdicción internacionales 
que, entre otras cosas, regu-
lan la protección y respeto de 
los derechos humanos. Méxi-
co ha suscrito y ratificado los 
principales tratados y conve-
nios internacionales en la ma-
teria, mismos que, conforme 
al artículo 133 constitucional, 
forman parte de la “Ley  
Suprema de toda la Unión”.

Ello permitió al PAN pasar 
de la teoría a la práctica, dado 
que el Partido dio pasos inédi-
tos en México al denunciar, 
ante Instancias internaciona-
les debidamente acreditadas, 

las constantes violaciones a 
los derechos civiles y políticos 
de los mexicanos, que duran-
te décadas se tradujeron en 
sistemáticos fraudes electora-
les y en diversas formas de 
coacción del voto.

Dichas denuncias fueron 
interpuestas con fundamento 
en los tratados y convenios 
internacionales suscritos y ra-
tificados por México, específi-
camente la Convención Ame-
ricana de los Derechos Hu-
manos de 1969. La fuerte sa-
cudida y evolución que propi-
ciaron esas denuncias inter-
nacionales ante la Organiza-
ción de Estados Americanos 
(OEA) en 1985, 1986 y años 
sucesivos, debidas a fraudes 
electorales en Chihuahua y 
Durango, repercutieron nega-
tivamente en la imagen exter-
na del gobierno mexicano. En 
contraposición, su efecto fue 
del todo favorable para la de-
mocratización de México y el 
consecuente fin del sistema 
autoritario.

Los principios de política 
exterior mexicana se derivan, 

sin excepción alguna, de  
principios previamente regu-
lados por el Derecho Interna-
cional. Los encontramos tanto 
en el sistema de Naciones 
Unidas como en el Interameri-
cano, así como en el Derecho  
Comunitario Europeo.

En defensa de la  
democracia y los  
derechos humanos
El Partido Acción Nacional, 
avalado por su dedicada lu-
cha para garantizar el respeto 
de los derechos civiles y polí-
ticos básicos –violentados 
durante décadas por un régi-
men altamente antidemocráti-
co– y por su convicción sobre 
la defensa de la eminente 
dignidad de la persona hu-
mana, sólido sustento ideoló-
gico de su postura en favor 
de la defensa de los derechos 
humanos, refrenda hoy, más 
que nunca, que debemos re-
chazar el ejercicio absoluto 
de la soberanía y toda inter-
pretación irrestricta del princi-
pio de no intervención en los 
asuntos internos de otros  

El PAN siempre ha aspirado a infundir en la política exterior un sentido 
humanista y solidario, que la convierta en un instrumento eficaz al servicio de la 

paz y la justicia mediante la aplicación del Derecho Internacional. De ahí la 
importancia de la existencia de un orden internacional que supere tanto los 

nacionalismos herméticos y hostiles como la indiferencia ante las violaciones  
de los derechos humanos en algunas naciones y comunidades
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países cuando en estos se 
produzcan violaciones siste-
máticas y generalizadas a los 
derechos esenciales de las 
personas. 

En consecuencia, la no  
intervención de la política ex-
terior mexicana, según Acción 
Nacional y a la luz de la Carta 
de las Naciones Unidas y de 
la interpretación de la Corte 
Internacional de Justicia, en-
cuentra su límite frente a situa-
ciones que, aun cuando no 
revistan un carácter interna-
cional, pertenecen al conjunto 
de bienes jurídicos que com-
peten al Derecho Internacio-
nal, caso de la protección de 
los derechos humanos.

La defensa de los derechos 
humanos de un determinado 
pueblo al que estos le son 
vulnerados de manera masi-
va y sistemática requiere, por 
parte de la comunidad inter-
nacional, de la que México 
forma parte ineludible por  
derecho y por hecho, una  
acción realizada al amparo 
del Derecho Internacional.

Como Partido estamos 
conscientes de que nuestra 
interpretación de los princi-
pios normativos de política 
exterior exige el soporte per-
manente del Derecho Interna-
cional, y el fortalecimiento de 
un sistema internacional que 
garantice la imparcialidad, la 
no unilateralidad y la compe-
tencia de las decisiones  
tomadas en este tenor.

El principio de no  
intervención no nos limita 

como Estado en la defensa 
de los derechos humanos  
de los mexicanos que mi-
gran a otros países del mun-
do. Para Acción Nacional  
y para los gobiernos y legis-
ladores emanados del Parti-
do, la defensa de los dere-
chos humanos de estos 
mexicanos obedece a la pri-
macía de la dignidad de la 
persona humana que siem-
pre hemos defendido y se-
guiremos defendiendo. Un 
porcentaje amplio de ciuda-
danos mexicanos vive hoy 
en Estados Unidos, y noso-
tros estamos comprometidos 
con la plena observancia de 
sus derechos elementales 
en los dos Estados a los que, 
de una manera o de otra,  
pertenecen.

Por otro lado, tenemos  
el cada vez más reconocido 
vínculo entre la protección  
internacional de los derechos 
humanos y la democracia y  
el mantenimiento de la paz  
y la seguridad internaciona-
les, que contemplamos en  
diversas decisiones tomadas 
dentro de la Organización de 
Estados Americanos y de las 
Naciones Unidas.

La propia carta de la  
ONU establece que la inter-
vención e incluso el uso de  
la fuerza pueden justificarse 
en caso de amenazas a la 
paz, quebrantamientos de la 
paz o actos de agresión,  
con el fin de mantener o res-
tablecer la paz y la seguridad 
internacionales.

Es momento de dar un 
paso adelante y comprender 
que la globalización, que ha 
venido acentuándose en mu-
chos y variados aspectos de 
la vida humana, nos obliga a 
trascender el término de Esta-
do de Derecho por el de Mun-
do de Derecho, al que gobier-
nos, legisladores y miembros 
del PAN contribuiremos  
activamente a construir.

La convicción en materia 
de derechos humanos y de-
mocracia resulta fundamental 
para nuestra propuesta sobre 
una globalización que forzo-
samente deba acompañarse 
del proceso de mundializa-
ción. La primera privilegia la 
idea de “globo” y es, por lo 
tanto, principalmente técnica, 
ya que su centro lo confor-
man la economía, el comercio 
y las telecomunicaciones. La 
mundialización, mientras tan-
to, privilegia la idea de “mun-
do”, de modo que su eje es  
la persona y su eminente  
dignidad. Propugnamos, en-
tonces, que exista el globo, 
siempre y cuando exista  
también un mundo en el que 
valga la pena vivir.

Hoy, ante la gran  
oportunidad de desplegar 
una nueva política exterior 
mexicana que exprese un 
compromiso con la persona y 
sus derechos, el PAN fortale-
ce y renueva su pensamiento 
doctrinario, sus tesis y posi-
ciones, para promover y de-
fender los derechos humanos 
y el sistema democrático. 
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El financiamiento a los derechos  
humanos en México (2008–2025): 

Entre la retórica y la realidad  
institucional

Salomón Guzmán Rodríguez

Introducción
En el discurso político contemporáneo, los 
derechos humanos ocupan un lugar central 
en la narrativa de legitimación del poder. Sin 
embargo, la coherencia entre el discurso y la 
acción pública no puede evaluarse sólo a 
partir de pronunciamientos ideológicos, sino 
del análisis riguroso de las políticas públicas, 
especialmente del presupuesto asignado. 
Este ensayo examina la evolución del presu-
puesto federal aprobado para derechos  
humanos en México entre 2008 y 2025,  
poniendo énfasis en las transformaciones ins-
titucionales y presupuestales observadas  
en los distintos sexenios, con una crítica  
particular al periodo de gobierno de Morena 
(2018–2024).

1. México en el escenario internacional: 
presión y contradicciones
Pese a su activa participación en organismos 
multilaterales, México enfrenta un creciente 
escrutinio internacional por su situación interna 
en materia de derechos humanos:

•	 En los informes del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (ACNUDH) se ha señalado  
la militarización de funciones civiles, la 
falta de investigación en casos de  
desaparición forzada y los ataques a la 
prensa.

•	 El Comité contra la Desaparición Forzada 
de la ONU (2022) denunció que  
México enfrenta una “crisis humanitaria 
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prolongada”, con más de 100 mil personas desaparecidas y una respuesta estatal  
insuficiente.

•	 Organizaciones como Human Rights Watch y Amnistía Internacional han alertado sobre el 
debilitamiento institucional de la CNDH, la opacidad presupuestaria y los efectos de las 
políticas punitivas en contextos migratorios.

•	 A nivel continental, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha  
documentado un retroceso en garantías, independencia judicial y acceso a la justicia en  
el país.

En este contexto, México proyecta una imagen ambivalente: por un lado, participa activamente 
en foros multilaterales, y, por otro, no garantiza ni financia adecuadamente sus compromisos 
internos en materia de derechos humanos.

Fuente: SHCP.

Tabla 1. Presupuesto federal anual para la defensa de los derechos humanos 
en México (millones de pesos)

Año Precios corrientes A precios de 2025 Incremento % real anual

2008 866.0 1,798.0

2009 912.5 1,799.2 0.07%

2010 889.6 1,684.0 -6.40%
2011 1,101.7 2,016.9 19.77%
2012 1,280.3 2,251.2 11.62%
2013 1,375.1 2,329.3 3.47%
2014 1,416.4 2,306.5 -0.98%
2015 1,466.0 2,324.0 0.76%
2016 1,546.9 2,385.1 2.63%
2017 1,728.6 2,513.3 5.38%
2018 2,033.0 2,817.9 12.12%
2019 1,809.4 2,420.0 -14.12%
2020 1,874.2 2,424.3 0.18%
2021 1,679.9 2,056.0 -15.19%
2022 1,722.3 1,953.7 -4.98%
2023 1,798.3 1,933.0 -1.06%
2024 1,722.1 1,767.7 -8.55%
2025 1,722.4 1,722.4 -2.56%

Durante los gobiernos de Felipe Calderón Hinojosa (2006 - 2012) y Enrique Peña Nieto  
(2012 - 2018) se registraron importantes avances, tanto en el diseño normativo como en el  
fortalecimiento presupuestal de la política pública en derechos humanos. Bajo el gobierno de Cal-
derón, a pesar del inicio de la militarización de la seguridad pública, se impulsó la reforma consti-
tucional de 2011 en materia de derechos humanos, que reconoció la supremacía de  
los tratados internacionales, amplió el catálogo de derechos protegidos y modificó el artículo  
1º constitucional. A nivel presupuestal, el gasto real para derechos humanos creció cerca del 40% 
entre 2008 y 2012, con tasas anuales significativas como +19.77% en 2011 y +11.62% en 2012.
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Con Peña Nieto, el gobierno buscó ampliar el andamiaje institucional frente a presiones  
nacionales e internacionales derivadas de casos emblemáticos de violaciones graves, como 
Ayotzinapa y Tlatlaya. Se crearon leyes importantes como la Ley General de Víctimas (2013), la 
Ley General para Prevenir y Sancionar la Tortura (2017), y la Ley sobre Desaparición Forzada 
(2017). También se institucionalizó el Mecanismo de Protección a Personas Defensoras y Perio-
distas, y se firmaron convenios con el ACNUDH. Durante su sexenio, el presupuesto pasó de 
$2,251 millones en 2012 a $2,818 millones en 2018, un incremento real del 25.2%, con una tasa 
promedio anual de crecimiento superior al 5% real.

Gráfico 1. Presupuesto federal anual para la defensa de los derechos 
humanos en México (millones de pesos, a precios de 2025 

y tasas de crecimiento real anual)

Aunque ambos gobiernos fueron criticados por omisiones e impunidad frente a violaciones  
sistemáticas, los datos presupuestarios muestran una voluntad política de ampliar capacidades 
institucionales, al menos en términos financieros, que contrastará agudamente con el  
comportamiento observado bajo la administración de Morena.

2. López Obrador y los derechos humanos: promesas incumplidas y desfinanciamiento 
estructural
Al llegar al poder en 2018, Andrés Manuel López Obrador (AMLO) prometió una transformación 
profunda de la política de derechos humanos. En su discurso inaugural, aseguró que:

•	 “Nunca más un México de violaciones a los derechos humanos desde el poder”;
•	 “No habrá impunidad ni olvido para las víctimas”;
•	 “La militarización terminará”;
•	 “Las instituciones defensoras de derechos serán fortalecidas”.

Asimismo, su gobierno planteó que el nuevo modelo de seguridad tendría enfoque civil  
y respetuoso de las garantías individuales, con un papel activo del Estado en la reparación del 
daño, la verdad histórica y la memoria. Sin embargo, estas promesas no sólo se incumplieron, 
sino que fueron abiertamente contradichas por los hechos.

Fuente: SHCP.
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Fuente: Elaboración propia con datos de la SHCP.

a)  Recorte presupuestal continuo
De acuerdo con datos en términos reales (a precios de 2025), el presupuesto para derechos 
humanos cayó de $2,818 millones en 2018 a $1,722 millones en 2025, una reducción del 38.9% 
real acumulada. Cinco de los seis años de gobierno registraron tasas de crecimiento negativas, 
siendo los peores 2019 (−14.1%) y 2021 (−15.2%). Esto ocurrió a pesar de que el gasto federal 
total aumentó en otros rubros como programas clientelares y proyectos militares.

b) Debilitamiento institucional
•	 La CNDH, históricamente autónoma, fue transformada en un órgano subordinado al  

discurso oficialista, con escasa presencia en casos graves.
•	 El Mecanismo de Protección a Defensores y Periodistas se debilitó administrativa y  

presupuestalmente, justo cuando se incrementaron los asesinatos de periodistas y activistas.
•	 El sistema nacional de víctimas quedó desfinanciado y sin recursos suficientes para  

garantizar reparaciones.

c) Militarización acelerada
Pese a prometer el fin de la estrategia militar, AMLO consolidó un modelo híbrido  
autoritario: creó la Guardia Nacional bajo control militar, aumentó el presupuesto a las Fuerzas 
Armadas, y les asignó tareas civiles (migración, aduanas, obras públicas). Esto ha generado 
nuevas violaciones de derechos sin mecanismos adecuados de rendición de cuentas.

d) Confrontación con organismos  
internacionales
El gobierno federal ha mantenido una actitud hostil frente a observaciones de organismos como la 
ONU y la CIDH. Informes que documentan desapariciones, tortura y militarización han sido  
desacreditados por el presidente y su gabinete, dificultando la cooperación técnica internacional.

Tabla 2. Evaluación general del avance de los derechos humanos en México
Sexenio Incremento presupuestario Avance normativo Diagnóstico político

Calderón  
(2006–12)

+40% real (2008–12) Reforma constitucional de 2011
Inconsistente: militarización  

vs. marco de garantías

Peña Nieto  
(2012–18)

+25% real
Leyes generales de víctimas, tortura  

y desaparición
Avances legales sin ejecución eficaz

AMLO  
(2018–24)

−39% real
Paralización normativa,  

desmantelamiento institucional
Retórica progresista, práctica  

regresiva

El gobierno de López Obrador representó una paradoja política: enarboló un discurso de  
justicia social y derechos humanos, pero ejecutó una política de desfinanciamiento, centraliza-
ción y militarización. En contraste con sus promesas, se debilitó la arquitectura institucional, se 
recortaron fondos clave y se multiplicaron las violaciones, especialmente en contextos de  
violencia, migración y protesta.

México, en el plano internacional, mantiene compromisos multilaterales en derechos  
humanos que no se reflejan en su política fiscal ni en su desempeño institucional. Para revertir 
este retroceso, es imprescindible reconstituir el sistema de protección con autonomía,  
financiamiento suficiente y responsabilidad democrática. 






